LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA  PRESENTADA  POR: EMILIO GONZALEZ MARQUEZ; GOBERNADOR  CONSTITUCIONAL  DEL  ESTADO  DE  JALISCO.

CON  FECHA:   11  DE  SEPTIEMBRE  DEL  2007

DECRETO:    22221

LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL
DEL   ESTADO   DE   JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 28 fracción II, 36, 46 y 50 de la Constitución Política; 1°, 2°, 19 fracción II, 21 y 22 fracciones I y XXIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambos ordenamientos de esta Entidad Federativa, por este conducto, tengo a bien remitir a esa Honorable Representación Popular, la siguiente: “INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCION POLITICA, LEY PARA LOS SERVIDORES PUBLICOS, LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS, LEY DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACION PUBLICA MUNICIPAL, LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, CODIGO FISCAL, CODIGO PENAL, CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES, LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO, LEY DE DEUDA PUBLICA Y LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA Y SE EXPIDE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR, TODOS ORDENAMIENTOS DEL ESTADO DE JALISCO”, misma que formulo en base a la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

I.- La Constitución Política del Estado de Jalisco en su artículo 36, establece que el ejercicio del Poder Ejecutivo, es depositado en un ciudadano a quien se denomina Gobernador del Estado, preceptuando además, en su artículo 28 fracción II que le corresponde a éste, la facultad de presentar iniciativas de ley o decreto ante el Congreso del Estado.

II.- El sistema y los procesos de fiscalización y rendición de cuentas en Jalisco sufrieron un cambio mediante la expedición de la Ley de Fiscalización Superior vigente publicada el 30 de diciembre del 2003 en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, marcando como referente la transformación de nombre de la Contaduría Mayor de Hacienda al de Auditoría Superior del Estado de Jalisco, implicando algunas modificaciones en el sistema y procesos de fiscalización.

III.- Sin embargo, dicho cambio no atiende a las necesidades actuales de la sociedad jalisciense que pide un sistema de rendición de cuentas, en donde la fiscalización de recursos sea transparente y que cumpla con principios rectores como la  legalidad, certeza, independencia, objetividad, imparcialidad, transparencia y profesionalismo.
IV.- Para eficientar y transparentar la revisión de las cuentas públicas de las entidades públicas y la administración de recursos públicos, se propone una modificación integral en el procedimiento de fiscalización superior, estableciendo las bases y los principios que regirán el actuar de la Auditoría Superior en el trabajo de fiscalización de recursos públicos.

V.- Dentro de las principales modificaciones se encuentran las siguientes:

a).- Se crea un organismo público del Congreso del Estado, con personalidad jurídica, presupuesto propio, con autonomía técnica, de gestión, financiera y administrativa y con capacidad de decisión, integrado por personal profesional, seleccionado por oposición, bajo un régimen de servicio civil de carrera y evaluación permanente.

b).- De conformidad con la teoría constitucional que establece que la norma suprema debe establecer el procedimiento de creación de normas y dada la importancia de la Ley de Fiscalización Superior, se propone modificar el artículo 32 de nuestra norma fundamental para que la Ley de Fiscalización sea aprobada por las dos terceras partes de los diputados integrantes de la Legislatura.

c).- Serán entidades sujetas a revisión los Poderes del Estado, incluyendo al Poder Legislativo y la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, los municipios, los organismos autónomos, la Universidad de Guadalajara y todo organismo o persona que reciba recursos públicos, mediante la presentación de sus cuentas públicas.

d).- Respecto a la revisión de la Auditoría se propone que sea revisada por un despacho externo designado mediante licitación pública que realice el Congreso del Estado. Dicho despacho realizará la revisión conforme a los procedimientos que establece la Ley de Fiscalización.  Una vez concluida la revisión, el despacho externo remitirá a la Comisión correspondiente del Congreso del Estado, la dictaminación final para que éste, a su vez, lo remita al Pleno para su aprobación o devolución, hasta por tres ocasiones, con observaciones al despacho externo, quien deberá remitir al Congreso del Estado, un análisis técnico sobre las observaciones del dictamen en un término no mayor de treinta días, para su aprobación definitiva.

e).- Desaparece la figura de la responsabilidad solidaria, dejando la responsabilidad del funcionario que ejerció el gasto y, sólo en su caso, subsidiaria del superior jerárquico.

f).- Dentro de los requisitos para ser Auditor Superior, se ampliaron los plazos respecto a la función partidista y haber sido representante de elección popular, a 6 y 3 años, respectivamente y se adicionaron dos títulos nuevos a los de Licenciado en Derecho y en Contaduría para poder acceder al cargo, como son Licenciado en Economía y en Administración Pública, similar a lo establecido en la Ley Federal para el Auditor Superior de la Federación.

g).- Todos los funcionarios de la Auditoría deben pertenecer al Servicio Civil de  Carrera, se deben realizar exámenes de oposición para el ingreso y realizar evaluaciones periódicas para su permanencia en la entidad pública.

h).- Se establece un procedimiento para el nombramiento del Auditor Superior en donde se tomen en cuenta aspectos técnicos y no técnicos. Dicho procedimiento se desarrollará de la siguiente Manera:

1.- Se evaluará a los aspirantes que cumplan con los requisitos, quienes deberán obtener una calificación mayor a 80 puntos, de los cuales 20 corresponden a los antecedentes académicos, 20 a los antecedentes laborales y 60 al examen de oposición, que será oral y público.

2.- El examen de oposición se realizará con preguntas y respuestas elaboradas por 3 organismos nacionales calificados, de reconocido prestigio y solvencia moral, previa solicitud y mediante contrato de prestación de servicios.

3.- A todos los aspirantes que hubieren obtenido una calificación de ochenta o más puntos en las evaluaciones anteriores, se les realizará una evaluación de grado de confianza por una institución especializada designada por concurso, la cual contendrá aspectos no técnicos, entre los cuales se encuentran, la personalidad del aspirante, los valores éticos, la vocación democrática, las motivaciones, intereses y criterios de vida, los antecedentes familiares y sociales, su proyecto de vida, las relaciones públicas y profesionales y el trato personal.  En esta evaluación se pondrán consultar archivos públicos y privados que contengan información respecto a los aspectos antes mencionados y utilizar instrumentos tecnológicos para verificar la conducta del aspirante, tales como el polígrafo y exámenes toxicológicos. Dicha evaluación será aprobatoria o  reprobatoria.

4.- Una vez concluidas las evaluaciones anteriores, la Junta de Coordinación Política presentará, de manera inmediata ante el Pleno, acuerdo legislativo proponiendo a los aspirantes que hubieren obtenido las calificaciones superiores a ochenta puntos y aprobado el examen a que se refiere la fracción anterior para ocupar el cargo de Auditor Superior.  El Congreso, en un plazo que no deberá exceder de tres días, procederá a la designación del Auditor Superior del Estado de Jalisco, mediante el voto de las tres cuartas partes de los integrantes de la Legislatura

i).- Se crea la figura de Auditor Especial, nombrados por el Auditor Superior, con los mismos requisitos que para ser Auditor Superior, con excepción de la antigüedad del título profesional que deberá ser de 7 años.  Estos Auditores Especiales, deberán acreditar las evaluaciones que se les practiquen cuando menos cada dos años.  Asimismo, se contará con una Dirección General de Asuntos Jurídicos y una Dirección General de Administración.

j).- Para realizar un trabajo ágil se establece que la Auditoría Superior tendrá un plazo de diez meses, improrrogable, contados a partir de que le remitan las cuentas públicas, para realizar el dictamen final.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, remitirá dicho dictamen al Pleno del Congreso del Estado para su aprobación o devolución con observaciones, por una sola ocasión, a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, en un término máximo de treinta días.  En caso de no remitir observaciones, deberá ser aprobado el dictamen en los términos presentados por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, realizará un análisis técnico sobre las observaciones del dictamen en un plazo no mayor de quince días.  Dicho análisis establecerá la aceptación o no de las observaciones realizadas por el Congreso del Estado, el cual será remitido al Plano del mismo, para su aprobación definitiva.
k).- Se especifica que acciones serán sancionadas por el Auditor Superior mediante medidas de apremio o de conformidad con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

l).- Se establece que una vez publicadas las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”, los cargos determinados tendrán el carácter de crédito fiscal.  Dichos créditos fiscales se harán efectivos conforme al procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal o la Ley de Hacienda Municipal, ya sea por la Secretaría de Finanzas o por la autoridad municipal respectiva, dentro de un plazo de 30 días hábiles contados a partir de la publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, de los dictámenes o decretos de las cuentas públicas.  Asimismo, el no ejercicio del procedimiento económico coactivo, traerá responsabilidades para el funcionario omiso.

m).- Las facultades económicas coactivas de las autoridades fiscales derivadas de las cuentas públicas, caducan en cinco años a partir de la publicación en el periódico oficial “El Estado de Jalisco” del dictamen que resuelva la cuenta pública respectiva. Para fincar responsabilidades administrativas e imponer las sanciones caducarán en tres años a partir del día siguiente a aquel en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que se hubiese cesado, si fue de carácter continuo.  Las responsabilidades de carácter civil, administrativo y penal que resulten por actos u omisiones prescribirán en la forma y tiempo que fijen las leyes aplicables.

n).- Cuando se impugne alguna resolución mediante juicio de nulidad ante el Pleno del Tribunal de lo Administrativo, se plasmó en la Constitución un procedimiento especial con la finalidad de acortar tiempos y que el procedimiento no fuera demasiado largo. El proceso será público, oral, concentrado e inmediato, limitado a una audiencia de exposición pública de la litis, ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos ante un magistrado instructor y otra ante el Pleno para el dictado y notificación de sentencia.  Las objeciones de las partes se resolverán de plano y en el acto, de forma inmediata, por quien presida la audiencia. Será resuelto de forma definitiva en un término no mayor a treinta días hábiles, contados a partir de la presentación de la demanda.

ñ).- En un artículo transitorio se prevé que los sujetos de fiscalización a los que se refiere la ley podrán acogerse a los procedimientos y disposiciones que establece la ley en la revisión de las cuentas públicas correspondientes a los ejercicios fiscales que nos e hubieren dictaminado por la Auditoría Superior del Estado, mediante solicitud dirigida al Auditor Superior del Estado de Jalisco.

De igual forma se establece que el actual Auditor Superior durará en su cargo hasta el 31 de julio del año 2012, al término del cual podrá ser nombrado nuevamente para volver a ocupar el cargo.

o).- Asimismo, se establece en un artículo transitorio que los servidores públicos que tengan nombramiento con una vigencia al término de la presente administración de la Auditoría, de acuerdo al último párrafo del artículo 16 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, ingresarán al servicio civil de carrera, siempre y cuando aprueben las evaluaciones correspondientes.

Si acreditan satisfactoriamente las evaluaciones, se les expedirá un nombramiento por dos años, al término del cual deberán presentar las evaluaciones que establezca la ley reglamentaria, para seguir formando parte del servicio civil de carrera.

En caso de no aprobar las evaluaciones correspondientes, por ministerio de ley terminarán los efectos del nombramiento, teniendo derecho al servidor público a una indemnización de tres meses de sueldo, de conformidad con la Ley de Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.

Todas las plazas vacantes a la entrada en vigor del presente decreto serán concursadas mediante oposición pública.

VI.- En virtud de las modificaciones y adiciones realizadas a la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como la expedición de una nueva Ley de Fiscalización Superior, se hace necesario reformar los siguientes ordenamientos.

· Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.

· Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

· Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco.

· Ley de Hacienda Municipal.

· Código Fiscal del Estado de Jalisco

· Código Penal del Estado de Jalisco.

· Código de Procedimientos Penales del Estado de Jalisco.

· Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco.

· Ley de Deuda Pública del Estado de Jalisco.

· Ley de Justicia Administrativa.

VII.- Entre las modificaciones que se destacan a las leyes complementarias en la presente iniciativa, se encuentran las siguientes:

a).- En la Ley para los Servidores Públicos, se propone la creación de un nuevo nombramiento denominado Provisional Determinado, que es aquel que se otorga de acuerdo a las disposiciones reglamentarias en materia de Servicio Civil de Carrera para ocupar una plaza. Dicho nombramiento no podrá exceder de dos años y su posible continuación dependerá de las evaluaciones que al efecto se le practiquen.  En caso de no aprobar dichas evaluaciones cesarán los efectos del nombramiento y el servidor público tendrá derecho a una indemnización de tres meses.

b).- En la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos se realizan las adecuaciones necesarias para establecer a la Auditoría Superior como autoridad competente en la aplicación de dicha Ley.
c).- Se establece en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, se modifican los numerales 37 y 79 con la finalidad de adecuar las fechas en que los ayuntamientos, tienen que presentar sus cuentas públicas e informes correspondientes, así como para establecer que sus presupuestos de egresos deberán ser aprobados con base en los programas que señalen los objetivos, metas con indicadores de desempeño y las unidades responsables de su ejecución

d).- Se modifican diversos artículos de la Ley de Hacienda Municipal y de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, para establecer los presupuestos de egresos deberán contener y ser aprobados con base en los programas que señalen los objetivos, metas con indicadores de desempeño y las unidades responsables de su ejecución. Así como para crear un Sistema de Evaluación del Desempeño obligatorio para los ejecutores de gasto, el cual incorporará indicadores para evaluar los resultados presentados en los informes periódicos, enfatizando en la calidad de los bienes y servicios públicos, la satisfacción del ciudadano y el cumplimiento de criterios como racionalidad, austeridad, disciplina presupuestal, motivación, certeza, equidad y proporcionalidad.

Los indicadores del Sistema de Evaluación del Desempeño, deberán formar parte del Presupuesto de Egresos e incorporar sus resultados en la Cuenta Pública, explicando en forma detallada las causas de las variaciones y su correspondiente efecto económico.

e).- Las adecuaciones realizadas a la Ley de Deuda Pública, se realizan con el objeto de adecuarlas a las reformas constitucionales y a las nuevas disposiciones en materia de fiscalización.

f).- Se establece como delito de abuso de autoridad en el caso de que cualquier servidor público que teniendo la obligación de ejecutar créditos fiscales a favor de la institución en que labore, no los ejecute o no realice trámites relativos para su ejecución.

En los delitos cometidos en la custodia o guarda de documentos se adiciona un último párrafo en donde se establece que cuando se sustraigan, destruyan, alteren, oculten o se impida el acceso a la información financiera de las entidades fiscalizadas requeridas por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco para dictaminar las cuentas públicas, la pena se aumentará en una mitad y, en este caso, no se tendrá el beneficio de la libertad provisional bajo caución.
g).- En la Ley de Justicia Administrativa se establece que cuando se impugne alguna resolución mediante juicio de nulidad ante el Pleno del Tribunal de lo Administrativo, se propone un procedimiento especial con la finalidad de acortar tiempos y que éste no fuere demasiado largo.  El proceso será público, oral, concentrado e inmediato, limitado a una audiencia de exposición pública de la litis, ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos ante un magistrado instructor y otra ante el Pleno para el dictado y notificación de sentencia. Las objeciones de las partes se resolverán de plano y en el acto, de forma inmediata, por quien presida la audiencia.  Será resuelto de forma definitiva en un término no mayor a treinta días hábiles contados a partir de la presentación de la demanda.

VIII.- No pasa desapercibido por este Poder Ejecutivo que si bien la presente iniciativa incluye reformas a la Constitución y leyes secundarias, éstas tienen un trámite legislativo distinto; sin embargo, dada la importancia del tema que trata la presente, nos permitimos presentarlas en una sola iniciativa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, tengo a bien someter ante esa H. Legislatura del Estado, la siguiente:

“INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCION POLITICA, LEY PARA LOS SERVIDORES PUBLICOS, LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS, LEY DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACION PUBLICA MUNICIPAL, LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, CODIGO FISCAL, CODIGO PENAL, CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES, LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO, LEY DE DEUDA PUBLICA Y LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA Y SE EXPIDE LA LEY DE FISCALIZACION SUPERIOR, TODOS ORDENAMIENTOS DEL ESTADO DE JALISCO”

ARTÍCULO  PRIMERO.- Se reforman los artículos 15, 32, 35 fracciones IV, XXIV, XXV, XXXIV y XXXV y 67 y se adiciona, al Título Cuarto un Capítulo IV denominado “De la Auditoría Superior del Estado de Jalisco” con un artículo 35 bis a la Constitución Política del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:
Artículo 15.-.…………………………………………………………………

I  a  V.-………………………………………………………………………….

VI.- Las autoridades estatales y municipales, organizarán el sistema estatal de planeación, para que mediante el fomento del desarrollo sustentable y una justa distribución del ingreso y la riqueza se permita a las personas y grupos sociales, el ejercicio de sus derechos, cuya seguridad y bienestar protege esta Constitución.

La Ley establecerá los criterios para la instrumentación, control y evaluación del plan y los programas con base en indicadores objetivos:

VII  a  IX.-………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………….

………………………………………………………………………………….

Artículo 32.-…………………………………………………………………..
La Ley que reglamenta a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco y al procedimiento de fiscalización, así como sus reformas, deberá ser aprobada por el voto de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la Legislatura.

………………………………………………………………………………….

Artículo 35.-……………………………………………………………………

I  a  III.-………………………………………………………………………….

IV.- Determinar los gastos del Estado para cada ejercicio fiscal, así como las contribuciones del Estado y los municipios;

V  a  XXIII.-……………………………………………………………………...

XXIV.- Elaborar el proyecto de presupuesto del Poder Legislativo, aprobarlo y ejercerlo con autonomía y de conformidad con la Ley; nombrar y remover libremente a los servidores públicos de la Secretaría del Congreso;

XXV.- Nombrar de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución y la Ley al Auditor Superior del Estado, mediante el voto de cuando menos las tres cuartas partes de los diputados integrantes de la Legislatura, así como removerlo con la misma mayoría especial calificada, previa garantía de audiencia, de conformidad con la ley de la materia;

XXVI  a  XXXIII.-……………………………………………………………
XXXIV.- Aprobar o devolver con observaciones, por una sola vez, a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, el dictamen final de la revisión de las cuentas públicas; y

XXXV.- Presidir la junta preparatoria para instalar la nueva legislatura.

CAPITULO  IV

DE  LA  AUDITORIA  SUPERIOR  DEL  ESTADO  DE  JALISCO

Artículo 35 Bis.- Es deber del Estado, la revisión del gasto y las cuentas públicas. La revisión de las cuentas públicas se realizará por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, el cual es un organismo público del Congreso del Estado, con personalidad jurídica, presupuesto propio, con autonomía técnica, de gestión, financiera y administrativa y con capacidad de decisión, integrado por personal profesional, seleccionado por oposición, bajo un régimen de servicio civil de carrera y evaluación permanente.

Corresponderá a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco la revisión de las cuentas públicas de:

a) Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial;

b) Los entes públicos autónomos;

c) Los Ayuntamientos del Estado;

d) La Universidad de Guadalajara;

e) Los organismos descentralizados y fideicomisos estatales o municipales; y

f) Cualquier persona o entidad que reciba recursos públicos.

A).- Serán principios rectores de la fiscalización superior, la legalidad, certeza, independencia, objetividad, imparcialidad, transparencia y profesionalismo.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, tendrá a su cargo:

I.- Fiscalizar los ingresos, los egresos, el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y de los municipios de la Entidad, así como de los entes públicos de índole estatal y municipal e instituciones que administren fondos o valores públicos, incluyendo la aplicación de recursos de origen federal, cuando éstos formen parte de la respectiva cuenta pública, estatal, municipal y de los particulares, así como el cumplimiento de los programas aprobados a través de los informes que dichos poderes y entidades públicas rindan en el ejercicio fiscal que corresponda, en los términos que establezcan las leyes respectivas.

Sin perjuicio de los informes a que se refiere el párrafo precedente de esta fracción, en las situaciones excepcionales que determine la ley, podrá requerir a los sujetos de fiscalización que procedan a la revisión de los conceptos que estime pertinentes y le rindan un informe.  Si estos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, se podrá dar lugar al establecimiento de las responsabilidades que correspondan, de conformidad con la ley.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco y los órganos de control propios de los poderes del Estado, de los municipios, de los entes públicos estatales autónomos, organismos descentralizados y fideicomisos estatales o municipales, establecerán los procedimientos necesarios que les permitan el mejor cumplimiento de sus respectivas atribuciones;
II.- Emitir dictamen final sobre el resultado de la revisión de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas, así como de cualquier persona o entidad que reciba recursos públicos, incluyendo la aplicación de recursos de origen federal, cuando éstos formen parte de la respectiva cuenta pública, en los términos y plazos que establezca la ley en la materia.  El resultado incluirá el informe de resultados de la cuenta pública, el dictamen de su revisión y el apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, que comprenderá los comentarios y observaciones de los auditados.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, remitirá dicho dictamen al Pleno del Congreso del Estado para su aprobación o devolución con observaciones técnicas, por una sola ocasión, a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, en un término máximo de treinta días.  En caso de no remitir observaciones, deberá ser aprobado el dictamen en los términos presentados por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.
La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, realizará un análisis técnico sobre las observaciones del dictamen en un plazo no mayor de quince días. Dicho análisis establecerá la aceptación o no de las observaciones realizadas por el Congreso del Estado, el cual será remitido al Pleno del mismo, para su aprobación definitiva, dentro de los quince días siguientes:

La revisión de la cuenta pública de la Auditoría Superior, se llevará a cabo de conformidad con la ley y de acuerdo a las bases que establece esta Constitución.

III.- Investigar los actos y omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de cualquier tipo, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de los libros y documentos indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes respectivas y a las formalidades para cateos;

IV.- Determinar los créditos fiscales de manera definitiva que afecten a la hacienda pública o al patrimonio estatal o municipal, o al de los entes públicos estatales autónomos; organismos descentralizados y fideicomisos estatales y municipales y promover, ante las autoridades competentes, el fincamiento de las responsabilidades que correspondan; y

V.- la fiscalización que realice la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, se sujetará a las siguientes bases:
a).- Será conforme a los principios rectores que establece esta Constitución, dictaminada por el personal del servicio civil de carrera y el Auditor Superior del Estado de Jalisco;

b).- Determinará créditos y sanciones bajo el principio de responsabilidad directa del funcionario y subsidiaria del titular de la entidad fiscalizada, en caso de negligencia o falta de supervisión adecuada;

c).- Realizará su examen, rendirá su respectivo informe, así como determinará créditos, sanciones y responsabilidades en un término máximo de diez meses contados a partir del día siguiente a aquel en el que las entidades fiscalizadas le remitan las correspondientes cuentas públicas o el organismo fiscalizador concluya las auditorías que realice;

d).- Aplicará el principio de legalidad para la determinación de cargos y responsabilidades; y 
e).- Las resoluciones sancionatorias y definitivas que sean emitidas con motivo de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas, podrán ser impugnadas por los sujetos de fiscalización, mediante el juicio de nulidad ante el Pleno del Tribunal de lo Administrativo del Estado, en los términos que establezca esta Constitución.

La revisión realizada por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, tendrá por objeto conocer los resultados de la gestión financiera, comprobar si se han ajustado a los criterios señalados en el presupuesto, al cumplimiento de los objetivos contenidos en los planes y programas; así como determinar el desempeño, eficiencia, eficacia y economía en el gasto público, de conformidad con los programas e indicadores aprobados en los presupuestos, en los términos que establezca la ley reglamentaria.

B).- Al frente de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, habrá un Auditor Superior que será nombrado por el Congreso del Estado conforme al procedimiento que establece esta Constitución y la ley, con el voto de cuando menos tres cuartas partes de los diputados integrantes de la Legislatura.

El Auditor Superior durará en su cargo ocho años y podrá ser nombrado para un nuevo periodo por una sola ocasión, en igualdad de circunstancias, con los nuevos aspirantes al cargo, de acuerdo al procedimiento que establece la ley.  Sólo podrá ser removido por las causas graves que señale la ley, con la misma votación requerida para su nombramiento, así como por las causas y conforme a los procedimientos previstos en esta Constitución.

Para ser titular de la Auditoría Superior, se requiere cumplir con los siguientes requisitos:


I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles, ser nativo del Estado o, en su defecto, haber residido en la entidad durante los últimos cinco años, salvo en el caso de ausencia motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público, siempre y cuando no haya sido fuera del país;


II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de su designación;

III.- Poseer el día de su designación, con antigüedad, mínima de diez años, título profesional de licenciatura en Contaduría Pública o equivalente, Derecho o Abogacía, Administración Pública o Economía, expedido por la autoridad o institución legalmente facultada para ello;


IV.- Tener título profesional registrado en la Dirección de Profesiones del Estado;


V.- Tener, al momento de su designación, conocimiento en materia de control, manejo o fiscalización de recursos, lo cual se acreditará a través de las evaluaciones que para tal efecto se lleven a cabo;


VI.- No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro considerado como grave por la legislación penal, lo inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;


VII.- No ser ministro de alguna asociación religiosa, a menos de que se separe formal, material y definitivamente de su ministerio en la forma y con la anticipación que establece la Ley Reglamentaria del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


VIII.- No haber sido titular de alguna de las secretarías de despacho del Ejecutivo, Procurador General de Justicia, Magistrado del Poder Judicial, integrante del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, Encargado de Hacienda Municipal o titular de algún ente fiscalizable durante los dos años previos al de su designación y  tener sus cuentas públicas aprobadas;


IX.- No haber sido Secretario del Estado, Procurador General de la República, Senador o Diputado Federal, a menos que se separe de su cargo dos años antes al día en que tenga verificativo su designación;


X.- No tener parentesco de consanguinidad en línea recta y colateral hasta el cuarto grado ni de afinidad, con los titulares o funcionarios de primer nivel de las entidades sujetas a fiscalización;


XI.- No haber desempeñado cargo de elección popular en el Estado en los tres años anteriores a su designación;


XII.- No haber sido, durante los últimos seis años, miembro de la dirigencia nacional, estatal o municipal de un partido político, ni haber formado parte de los órganos electorales con derecho a voto durante dicho lapso;


XIII.- Durante el ejercicio de su encargo, el Auditor Superior, no podrá militar o formar parte activa de partido político alguno, ni asumir otro empleo, cargo o comisión, salvo los desempeñados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia y los no remunerados; y


XIV.- Las demás que establezcan la Ley.

El nombramiento deberá recaer preferentemente entre aquellas personas que tengan prestigio profesional, capacidad, honestidad, confiabilidad y experiencia técnica en la materia.

C).- Las entidades fiscalizadas y los sujetos de fiscalización que señale la ley deberán:


I.- Facilitar los auxilios que requiera la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, para el ejercicio de sus funciones; y


II.- Facilitar  los  apoyos  necesarios  para  que  los funcionarios y ex-funcionarios rindan sus cuentas públicas, así como para dar contestación a los pliegos de observaciones que notifique la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

El Código Penal del Estado de Jalisco, establecerá el delito grave cometido por aquellos que sustraigan, destruyan, alteren, oculten o impidan el acceso a la información financiera de las entidades fiscalizadas requerida por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco para dictaminar las cuentas públicas.

El titular del Poder Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y los ayuntamientos, a través de los encargados de la Hacienda Municipal, aplicarán el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de los créditos fiscales a que se refiere la fracción IV del apartado “A” del presente artículo. La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, denunciará ante las autoridades competentes, la omisión o indebida ejecución en el cobro de los créditos fiscales, en los términos que establezca la ley.

A la iniciativa de Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco, se deberá adjuntar invariablemente, para su valoración, el proyecto de presupuesto elaborado por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

En ningún caso el presupuesto de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, podrá ser inferior al ejercido el año inmediato anterior, actualizado con base en la cifra oficial de inflación que publique el Banco de México.

Artículo 67.-………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………..

……………………………………………………………………………………..

Cuando esta Constitución o las leyes establezcan que un asunto deba ser resuelto por el pleno del Tribunal de lo Administrativo del Estado, el procedimiento se sujetará a las siguientes bases:

I.- El proceso será público, oral, concentrado e inmediato, limitado a una audiencia de exposición pública de la litis, ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos ante un magistrado instructor; y otra ante el Pleno para el dictado y notificación de sentencia;


II.- Las objeciones de las partes, se resolverán de plano y en el acto, de forma inmediata, por quien presida la audiencia; y


III.- Será resuelto de forma definitiva en un término no mayor a treinta días hábiles contados a partir de la presentación de la demanda.

ARTICULO  SEGUNDO.- Se expide la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

LEY  DE  FISCALIZACION  SUPERIOR  DEL  ESTADO  DE  JALISCO

TITULO  PRIMERO

Disposiciones  Generales
Capítulo  Unico
Artículo 1°.- La presente Ley es de orden público y tiene por objeto:

I.- Regular la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas que formulen los poderes del Estado, los organismos públicos autónomos, los municipios, los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, empresas de participación estatal o municipal, fideicomisos públicos estatales y municipales, la Universidad de Guadalajara, el Tribunal de Arbitraje y Escalafón y cualquier persona o entidad que reciba recursos públicos;

II.- Determinar los daños y perjuicios causados a la hacienda pública estatal o municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales, el fincamiento de responsabilidades directas, así como las indemnizaciones y sanciones respectivas;

III.- Instituir los medios de defensa correspondientes; y

IV.- Establecer las bases y términos para la organización, procedimientos y funcionamiento de la Auditoría Superior del Estado.

Artículo 2°.- Son principios rectores de la fiscalización superior, la legalidad, certeza, independencia, objetividad, imparcialidad, transparencia y profesionalismo.

Los sujetos obligados a cumplir con las disposiciones de esta ley, deberán observar en la administración de los recursos públicos, los criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas.

Artículo  3°.- Para efectos de la presente ley, se entenderá por:

I.- Auditoría Superior; la Auditoría Superior del Estado de Jalisco a que se refiere el artículo 35 Bis de la Constitución Política del Estado de Jalisco;

II.- Baja de documentos: la cancelación, destrucción, regreso, descatalogación o supresión de cualquier documento o información en el artículo o resguardo de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, que hace el documento o información carente de valor probatorio u ofrecimiento en procedimiento o proceso alguno sin responsabilidad para la entidad titular del archivo;

III.- Carátula de las cuentas públicas mensuales: el resumen ejecutivo de ingresos, egresos, existencias, deuda pública, cuentas en administración y movimientos a la plantilla del personal, cuyo formato y lineamientos es determinado por la Auditoría Superior;

IV.- Comisión: la Comisión que señale la Ley Orgánica del Poder Legislativo;

V.- Cuenta pública: el informe que los organismos a que se refiere el artículo 1°, de la presente ley rinden sobre su gestión financiera, a efecto de comprobar que la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos y egresos estatales y municipales, durante un ejercicio fiscal comprendido del primero de enero al treinta y uno de diciembre de cada año, o en su caso, los ejercicios parciales en cuanto a su anualidad, se ejercieron en los términos de las disposiciones legales y administrativas aplicables, conforme a los criterios y con base en los programas aprobados;

VI.- Entes públicos estatales y municipales: los organismos públicos constitucionalmente autónomos para el desempeño de sus funciones sustantivas y las demás personas de derecho público de carácter estatal o municipal autónomas por disposición legal, así como los órganos jurisdiccionales;

VII.- Entidades fiscalizadas: los poderes del Estado, los organismos públicos autónomos, los municipios o concejos municipales y los entes públicos estatales o municipales, la Universidad de Guadalajara, los mandatarios, fiduciarios o cualquier otra figura análoga, el mandato o fideicomiso público o privado que administren, cuando hayan recibido por cualquier título, recursos públicos estatales o municipales;

VIII.- Fiscalización Superior: la atribución de revisar y examinar las cuentas públicas, incluyendo el informe de avance de gestión financiera de las entidades fiscalizadas y, en su caso, el fincamiento y determinación de responsabilidades económicas y administrativas por parte de la Auditoria Superior  del Estado de Jalisco.
IX.- Gestión Financiera:  La actividad de las entidades fiscalizadas respecto de la administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos, egresos, fondos y, en general, de los recursos públicos que éstos utilicen para la ejecución de los objetivos contenidos en los programas estatales y municipales aprobados en el periodo que corresponde a una cuenta pública;

X.- Informe de avance de gestión financiera: El informe que, como parte integrante de la cuenta pública, rinden las entidades fiscalizadas a la Auditoría Superior del Estado, sobre los avances físicos y financieros de los programas estatales y municipales aprobados, a fin de que ésta fiscalice en forma simultánea o posterior a la conclusión de los procesos correspondientes, los ingresos y egresos, el manejo, la custodia y la aplicación de sus fondos y recursos, así como el grado de cumplimiento de los objetivos contenidos en dichos programas;

XI.- Dictamen final de auditoría: El informe final de la revisión de la cuenta pública consistente en el cierre definitivo de la auditoría del ejercicio fiscal que corresponda y que contenga lo que establece la presente ley;

XII.- Informes complementarios: Aquellos que, en cualquier momento, solicite la Auditoría Superior a las entidades fiscalizadas en uso de sus facultades y de conformidad con las disposiciones legales aplicables en la materia;

XIII.- Opinión técnica: El informe final de la revisión de los estados financieros dictaminados remitidos por los organismos constitucionalmente autónomos para el desempeño de sus funciones sustantivas y las demás personas de derecho público de carácter estatal o municipal autónomas por disposición legal, así como los órganos jurisdiccionales;

XIV.- Proceso concluido: Aquel que las entidades fiscalizadas reporten como tal en el informe de avance de gestión financiera, con base en los informes de gasto devengado conforme a la estructura programática autorizada;

XV.- Programas: Los elaborados de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Planeación del Estado de Jalisco y sus Municipios;

XVI.- Sujetos de fiscalización superior: Los servidores públicos de las entidades fiscalizadas que ejerzan recursos públicos y, en general, cualquier entidad, persona física o jurídica, pública o privada, que haya recaudado, administrado, manejado o ejercido recursos públicos estatales o municipales y los federales que le competa revisar a la Auditoría Superior, mediante convenio que haya suscrito con su similar Auditoría Superior de la Federación; y

XVII.- Reglamento Interno: El Reglamento Interno de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

Artículo 4°.- Los sujetos de fiscalización, deberán caucionar su manejo de fondos, dentro de los treinta días siguientes al día en que tome posesión de su cargo, en cualquiera de las formas establecidas en ley y por el importe que determinen las leyes de ingresos, debiendo actualizar su caución dentro del mes de enero de cada año.  Dicha caución deberá otorgarse a favor de la entidad fiscalizada y remitirla a la Auditoría Superior para su registro y control, dentro del término aludido.

Los gastos que se originen con motivo del otorgamiento de la caución, serán a cargo del erario público.

Los sujetos de fiscalización tienen la obligación de comunicar un domicilio legal dentro de los treinta días siguientes al inicio de su cargo donde se les notifique de los resultados de las auditorías y revisiones a la cuenta pública de la entidad fiscalizada, hasta en tanto no se les expida su liberación de cualquier carga fiscal.  Así mismo, dichas personas deberán designar nuevo domicilio cuando hayan dejado el cargo o existan cambios del domicilio señalado.

Ante la omisión de registrar un domicilio legal ante la Auditoría Superior o el cambio del mismo, la entidad de fiscalización superior hará las notificaciones en los estrados y las notificaciones que se hagan por no contar con el domicilio legal actualizado del auditado, se tendrán por hechas y surtirán sus efectos al día siguiente de haberse publicado.

Artículo 5°.- En el caso de que un sujeto de fiscalización, tenga que cambiar de residencia en el estado o el país, deberá señalar su nuevo domicilio y mantener actualizada la garantía a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 6°.- La fiscalización superior que realice la Auditoría Superior, se ejerce de manera simultánea o posterior a la gestión financiera o al ejercicio fiscal que corresponda; tiene carácter externo y por lo tanto, se lleva a cabo de manera independiente y autónoma de cualquier otra forma de control o fiscalización interna que pudieran tener las entidades fiscalizadas.

Artículo 7°.- A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán en forma supletoria para el caso de las entidades fiscalizadas estatales, los siguientes ordenamientos:

I.- La Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Jalisco del ejercicio fiscal del que se trate;

II.- El Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Jalisco, del ejercicio fiscal del que se trate;

III.- La Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco;

IV.- La Ley de Deuda Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios;

V.- La Ley de Hacienda del Estado de Jalisco;

VI.- El Código Fiscal del Estado de Jalisco;

VII.- La Ley de coordinación Fiscal del Estado de Jalisco y sus Municipios;

VIII.- La Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Estado de Jalisco;

IX.- La Ley de Obra Pública del Estado de Jalisco;

X.- La Ley de Expropiación del Estado de Jalisco;

XI.- La Ley que Divide los Bienes Pertenecientes al Estado en Bienes de Dominio Público y Bienes de dominio Privado;

XII.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco;

XIII.- La Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios;

XIV.- La Ley que Regula la Administración de Documentos Públicos e Históricos del Estado de Jalisco; y

XV.- Los reglamentos de carácter estatal que incidan en el erario o patrimonio público.

Artículo 8°.- A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán en forma supletoria para el caso de las entidades fiscalizadas municipales, los siguientes ordenamientos:

I.- La Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco; 

II.- La Ley de Deuda Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios;

III.- La Ley de Coordinación Fiscal del Estado de Jalisco y sus Municipios;

IV.- La Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco;

V.- La Ley de Catastro Municipal del Estado;

VI.- La Ley de Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

VII.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco;

VIII.- La Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios;

IX.- La Ley que Regula la Administración de Documentos Públicos e Históricos del Estado de Jalisco;

X.- Las leyes de ingresos municipales del ejercicio fiscal del que se trate;

XI.- Los presupuestos de egresos municipales y sus reformas posteriores, aprobados por los municipios correspondientes al ejercicio fiscal del que se trate; y

XII.- Los reglamentos municipales relativos a enajenaciones, adquisiciones, obra pública, bienes, expropiación, desincorporación y cualquier otro que de su sola vigencia, contengan disposiciones que incidan en el erario o patrimonio público.

Se entiende que los reglamentos municipales y presupuesto de egresos de los municipios, se aplican en los términos en que éstos los formulen, bajo el principio de respeto al Municipio Libre.

Título  Segundo

De  las  Autoridades  Competentes
Capítulo  I

De  la  Comisión  de  Vigilancia
Artículo 9°.- La Comisión de Vigilancia, tendrá las siguientes atribuciones:
I.- Recibir las copias de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas presentadas a la auditoría Superior;

II.- Proponer al Pleno del Congreso del Estado, el proyecto de concurso para la contratación del despacho externo que llevará a cabo la fiscalización de la Auditoría Superior;

III.- Remitir al Pleno del Congreso del Estado, el dictamen realizado por el despacho externo, respecto a la fiscalización de la Auditoría Superior;

IV.- Recibir denuncias e iniciar, en su caso, el procedimiento para la remoción del Auditor Superior; y

V.- Las demás que señalen esta ley y demás disposiciones aplicables.

Capítulo   II

De  la  Auditoría  Superior  del  Estado
Sección  Primera

Disposiciones  Generales
Artículo 10.- La revisión de las cuentas públicas y gestión financiera de las entidades fiscalizadas, será realizada por el organismo público del Congreso del Estado, denominado Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

La Auditoría Superior es la entidad de fiscalización superior del Estado de Jalisco, dotada de personalidad jurídica, presupuesto propio, con autonomía técnica, de gestión, financiera y administrativa y con capacidad de decisión, integrado por personal profesional, seleccionado por concurso público de oposición, bajo un régimen de servicio civil de carrera y evaluación permanente.

Artículo 11.- las relaciones de trabajo entre el personal de la Auditoría Superior serán reguladas por lo dispuesto por en la presente ley, la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás disposiciones legales aplicables.

Sección  Segunda

De  las  Atribuciones

Artículo 12.- La Auditoría Superior, tendrá las siguientes atribuciones:

I.- Establecer los criterios para las auditorías, procedimientos, métodos y sistemas necesarios para la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera,  así como verificar que ambos sean presentados en los términos de esta ley;

II.- Determinar las normas, procedimientos, métodos, sistemas de contabilidad, sistema de entrega de cuenta pública, archivo de libros, documentos justificatorios y comprobatorios del ingreso y del gasto público, incluyendo conciliaciones bancarias y patrimonio actualizado, así como todos aquellos elementos que permitan la práctica de la revisión, examen y fiscalización, tomando en cuenta, en su caso, las propuestas que formulen las entidades fiscalizadas y considerando, en su caso, las características propias de su operación.

III.- Evaluar los informes de avance de gestión financiera respecto de los adelantos físicos y financieros de los programas autorizados y sobre procesos concluidos;

IV.- Examinar el cumplimiento final de los objetivos y metas fijados en los programas estatales y municipales, conforme a los indicadores estratégicos aprobados en los presupuestos, a efecto de verificar el desempeño de los mismos y la legalidad en el uso de los recursos públicos.

V.- Verificar que los sujetos de fiscalización hayan recaudado, manejado, administrado o ejercido recursos públicos conforme a los programas aprobados y montos autorizados, así como que, los egresos con cargo a las partidas correspondientes, se efectúen con apego a las disposiciones legales aplicables en la materia;

VI.- Comprobar que las operaciones que realicen las entidades fiscalizadas sean acordes con sus leyes de ingresos, presupuestos de egresos y de conformidad con las demás disposiciones legales aplicables en la materia;

VII.- Comprobar que las inversiones y gastos autorizados a las entidades fiscalizadas y a los sujetos de fiscalización, se hayan aplicado legalmente al logro de los objetivos y metas de los programas aprobados, a través de la verificación de sus obras, la prestación de los servicios públicos, bienes adquiridos y servicios contratados:

VIII.- Requerir, en caso de ser necesario, la información relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria de las cuentas públicas, a terceros que hubieran contratado bienes o servicios mediante cualquier título legal con las entidades fiscalizadas y sujetos de fiscalización, a efecto de realizar las compulsas correspondientes;

IX.- Solicitar a las entidades fiscalizadas y sujetos de fiscalización, los datos, libros y documentación justificativos y comprobatorios del ingreso y gasto público, informes complementarios, así como la demás información que resulte necesaria, siempre que se expresen los fines a que se destine dicha información y se funde y motive legalmente la petición, atendiendo para tal efecto, las disposiciones legales que específicamente consideren dicha información como de carácter reservado, confidencial o que deba mantenerse en secreto;

X.- Fiscalizar los subsidios, donaciones o cualquier acto jurídico que las entidades fiscalizadas hayan otorgado, con cargo a su presupuesto, a los sujetos de fiscalización cualesquiera que sean sus fines y destinos, así como verificar su aplicación al objeto autorizado;
XI.- Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, gestión financiera y patrimonio;

XII.- Efectuar visitas e inspecciones para efectos de auditoría, revisión, examen y fiscalización, en los términos de esta ley;

XIII.- Revisar de manera casuística y concreta, información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto, correspondientes a ejercicios anteriores al de la cuenta pública en revisión, cuando el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales, sin que con este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abiertos los ejercicios ya auditados;
XIV.- Formular pliegos de observaciones en los términos de esta ley;

XV.- Formular pliegos de recomendaciones que incidan en la mejora de los procesos técnicos-administrativos de la administración pública, en los términos de esta ley;

XVI.- Determinar los créditos fiscales por los daños y perjuicios causados por los sujetos de fiscalización a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas, así como las responsabilidades en que incurran, conforme a las leyes respectivas;

XVII.- Imponer las sanciones correspondientes a los sujetos de fiscalización por el incumplimiento a los requerimientos de información solicitada por la Auditoría Superior;

XVIII.- Elaborar estudios relacionados con las materias de su competencia y publicarlos;

XIX.- Establecer las bases para la entrega-recepción de la documentación comprobatoria y justificativa de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas;

XX.- Establecer las bases y vigilar que las entidades fiscalizadas cumplan oportunamente con el procedimiento obligatorio de entrega recepción de sus administraciones; y

XXI.- Las demás que señalen ésta u otras leyes.

Sección  Tercera

Del  Auditor  Superior

Artículo 13.- Al frente de la Auditoría Superior, habrá un Auditor Superior que será nombrado conforme al procedimiento que determine esta ley; durará en su cargo ocho años y podrá ser nombrado para un nuevo periodo por una sola ocasión, en igualdad de circunstancias con los nuevos aspirantes al cargo, de acuerdo al procedimiento que se establece en la presente ley. Sólo podrá ser removido por las causas graves que previene el Título Octavo de la Constitución Política del Estado de Jalisco y las que señale la ley, con la misma votación requerida para su nombramiento, conforme a los procedimientos previstos en la Constitución.

Para ser titular de la Auditoría Superior, se requiere cumplir con los siguientes requisitos:

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles, ser nativo del Estado o, en su defecto, haber residido en al entidad durante los últimos cinco años, salvo en el caso de ausencia motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público, siempre y cuando no haya sido fuera del país.

II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de su designación;

III.- Poseer el día de su designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciatura en Contaduría Pública o equivalente, Derecho o Abogacía, Administración Pública o Economía, expedido por la autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV.- Tener título profesional registrado en la Dirección de Profesiones del Estado;

V.- Tener, al momento de su designación, conocimiento en materia de control, manejo o fiscalización de recursos, lo cual se acreditará a través de las evaluaciones que, para tal efecto, se lleven a cabo;

VI.- No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro considerado como grave por la legislación penal, lo inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

VII.- No ser ministro de alguna asociación religiosa, a menos de que se separe formal, materia y definitivamente de su ministerio en la forma y con la anticipación que establece la Ley Reglamentaria del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

VIII.- No haber sido titular de alguna de las secretarías de despacho del Ejecutivo. Procurador General de Justicia, Magistrado del Poder Judicial, integrante del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, Encargado de Hacienda Municipal o titular de algún ente fiscalizable durante los dos años previos al de su designación y tener sus cuentas públicas aprobadas;

IX.- No haber sido Secretario de Estado, Procurador General de la República, Senador o Diputado Federal, a menos que se separe de su cargo dos años antes al día en que tenga verificativo su designación;

X.- No tener, al momento de su designación, parentesco de consanguinidad en línea recta y colateral hasta el cuarto grado ni de afinidad, con los titulares o funcionarios de primer nivel de las entidades sujetas a fiscalización;

XI.- No haber desempeñado cargo de elección popular en el Estado en los tres años anteriores a su designación;
XII.- No haber sido, durante los últimos seis años, miembro de la dirigencia nacional, estatal o municipal de un partido político, ni haber formado parte de los órganos electorales con derecho a voto durante dicho lapso; y

XIII.- Durante el ejercicio de su encargo, el Auditor Superior no podrá militar o formar parte activa de partido político alguno, ni asumir otro empleo, cargo o comisión, salvo los desempeñados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia y los no remunerados.

El nombramiento deberá recaer preferentemente entre aquellas personas que tengan prestigio profesional, capacidad, honestidad, confiabilidad y experiencia técnica en la materia.

Artículo 14.- La designación del Auditor Superior del Estado de Jalisco, se sujetará al procedimiento siguiente:

I.- La Junta de Coordinación Política del Congreso del Estado, formulará la convocatoria pública correspondiente, a efecto de recibir durante un periodo de diez días contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, las solicitudes para ocupar el puesto de Auditor Superior del Estado de Jalisco.

II.- Concluido el plazo anterior y recibidas las solicitudes con los requisitos y documentos que señale la convocatoria, la Junta, dentro de los cinco días siguientes, procederá a la revisión y análisis de las mismas;

III.- Del análisis de las solicitudes, los integrantes de la Junta entrevistarán por separado para la evaluación respectiva y dentro de los cinco días siguientes, a los candidatos, evaluación que se realizarán conforme a lo siguiente:


a).- Veinte puntos como máximo por sus antecedentes académicos. Para el puntaje se considerarán las siguientes bases:

1.- Se otorgará un máximo de cinco puntos por cada licenciatura cuya duración sea superior a cuatro años en temas jurídicos, económicos administrativos o de gestión pública;

2.- Se otorgará un máximo de cinco puntos por cada postgrado de cuando menos un año de duración, de acuerdo a su plan de estudios;

3.- Se otorgará un máximo de cinco puntos por cada postgrado de cuando menos dos años de duración, de acuerdo al plan de estudios; y

4.- Se otorgará un máximo de cinco puntos por cada postgrado de más de dos años de duración, de acuerdo al plan de estudios.


b).- Veinte puntos como máximo por su experiencia laboral debidamente acreditada.  Para el puntaje se considerarán las siguientes bases:

1.- Se otorgará un máximo de diez puntos por concepto de experiencia acreditada en actividades profesionales de fiscalización; y

2.- Se otorgará un máximo de diez puntos por concepto de experiencia directiva acreditada en el sector público o privado en materia jurídica, de auditoría o control presupuestal.


c).- Sesenta puntos como máximo respecto al examen de oposición previsto en la fracción V;

IV.- Previo al inicio del examen se publicarán las calificaciones   obtenidas por los incisos a) y b) de la fracción anterior;
V.- El examen de oposición se desarrollará de la siguiente manera:

a).- Será individual, oral y público con exclusión del resto de los aspirantes, ante la Junta, para lo cual tres organismos nacionales especializados con reconocido prestigio y solvencia moral, previa solicitud y mediante contrato de prestación de servicios, elaborarán, cada uno, un banco de preguntas cerradas de al menos cien reactivos para cada uno de los siguientes dos temas;

1.-   Fiscalización superior en la Constitución Política del Estado de Jalisco, la presente ley y demás disposiciones aplicables; y

2.- Fundamentos y procedimientos de auditoría y control gubernamental.


b).- A cada aspirante se le plantearán la misma cantidad de interrogantes cuidando que ésta no sea menor de diez preguntas por cada tema.

c).- La selección de las interrogantes para cada aspirante, del banco de reactivos, se hará por insaculación;

b).- Una vez terminado el examen de cada aspirante la Junta dará el resultado obtenido en dicha evaluación;

VI.- A todos los aspirantes que hubieren obtenido una calificación de ochenta o más puntos en las evaluaciones anteriores, se les realizará una evaluación de grado de confianza por una institución especializada designada mediante concurso, la cual contendrá aspectos no técnicos, entre los cuales se encuentran, cuando menos, los siguientes:

a) Personalidad del aspirante;

b) Valores éticos;

c) Vocación democrática;

d) Motivaciones, intereses y criterios de vida;

e) Antecedentes familiares y sociales;

f) Proyecto de vida;

g) Relaciones públicas y profesionales; y

h) Trato personal.

En esta evaluación se podrán consultar archivos públicos y privados que contengan información respecto a los aspectos antes mencionados y se podrán utilizar instrumentos tecnológicos para verificar la conducta del aspirante, tales como el polígrafo y exámenes toxicológicos. Dicha evaluación será aprobatoria o reprobatoria.

VII.- Una vez concluidas las evaluaciones anteriores, la Junta presentará, de manera inmediata ante el Pleno, acuerdo legislativo proponiendo a los aspirantes que hubieren obtenido las calificaciones superiores a ochenta puntos y aprobado el examen a que se refiere la fracción anterior para ocupar el cargo de Auditor Superior.  El Congreso, en un plazo que no deberá exceder de tres días, procederá a la designación del Auditor Superior del Estado de Jalisco, mediante el voto de las tres cuartas partes de los integrantes de la Legislatura;

VIII.- En caso de que no se obtuvieren los votos requeridos, se realizará una segunda votación y, en caso de que no se obtenga la votación requerida, se suspenderá la votación por el tiempo que estime razonable la Presidencia, el cual no podrá exceder de veinticuatro horas.  Transcurrido dicho plazo, se someterá nuevamente a votación y si no se tiene la votación necesaria, se entenderá que se rechaza la totalidad de los candidatos propuestos; y

IX.- La persona designada para ocupar el cargo, protestará ante el Pleno del Congreso.

En caso de que el Congreso no resolviere dentro del término señalado en la fracción VII del presente artículo, se entenderá que rechaza la totalidad de los candidatos propuestos.  En este supuesto y en el señalado en la fracción VIII de este artículo, la Comisión realizará nueva convocatoria en un término improrrogable de diez días.

De igual forma, se procederá a emitir nueva convocatoria si ninguno de los aspirantes hubiere obtenido calificación de ochenta puntos o aprobado la evaluación de grado de confianza.

Artículo 15.- En las ausencias temporales del Auditor Superior del Estado, que no excedan de treinta días naturales, quedará encargado el servidor público que se señale en el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

Las faltas del Auditor Superior que excedan de treinta días naturales y que no sean superiores a sesenta días naturales, requerirán autorización del Congreso del Estado, quien designará, por mayoría absoluta, a un Auditor Suplente de entre el personal del servicio civil de carrera con nivel mínimo de director de área.

En caso de falta definitiva, el Congreso realizará una nueva designación por un periodo completo, siguiendo el procedimiento señalado en el artículo anterior.

Artículo 16.- Son hechos que implican la falta definitiva del Auditor Superior:

I.- Las ausencias que excedan de sesenta días naturales;

II.- La muerte;

III.- La incapacidad total y permanente para ejercer el cargo declarada por la autoridad judicial;

IV.- La declaración que establezca juicio de procedencia penal;

V.- La renuncia expresa por causa grave que será calificada por el Congreso del Estado; y

VI.- La inhabilitación a través de juicio político.

Artículo 17.- El Auditor Superior tendrá las siguientes atribuciones:

I.- Representar a la Auditoría Superior legalmente y con poderes de administración y de pleitos y cobranzas; de suscripción de instrumentos de pago y títulos de crédito, siempre y cuando el vencimiento de éstos no trascienda a su nombramiento y en caso de que trascienda con la aprobación del Congreso; apoderado especial en materia laboral; todo lo anterior, con las limitaciones que establece esta ley, pudiendo otorgar poderes sin perder sus facultades.

II.- Remitir al Presidente de la Comisión de Administración del Congreso del Estado su proyecto de presupuesto anual en los términos que establezca la ley en la materia, para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Poder Legislativo y su posterior envío al titular del Poder Ejecutivo para su incorporación en el Presupuesto de Egresos del Estado;

III.- Administrar los bienes y recursos, así como resolver sobre la adquisición y enajenación de bienes muebles e inmuebles y la prestación de servicios de la Auditoría Superior, sujetándose a su presupuesto aprobado, el cual ejercerá con autonomía y conforme a la normatividad aplicable en la materia.  Tratándose de enajenación de inmuebles, además se requerirá autorización del Congreso del Estado;

IV.- Gestionar ante el Congreso del Estado, la desincorporación de bienes inmuebles del dominio público del Estado, afectos a su servicio;

V.- Emitir el Plan Institucional, elaborado conforme a la ley en la materia, a más tardar el día 30 de enero del primer año de su gestión, el cual deberá ser publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”; así como aprobar y modificar el Programa Operativo Anual de la entidad a su cargo;

VI.- Expedir los reglamentos internos, sus modificaciones, así como, los manuales de organización y procedimientos que se requieran para la debida organización y funcionamiento de la Auditoría Superior, debiendo ser publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”;

VII.- Nombrar a los Auditores Especiales, a los Titulares de las Direcciones Generales de Asuntos Jurídicos y de Administración, así como a los demás servidores públicos de la Auditoría Superior, de acuerdo a las posibilidades presupuestarias y al servicio civil de carrera de la Auditoría Superior.  En la designación deberá verificar que los servidores públicos designados, cumplan con todos los requisitos de ley y no tengan impedimento legal alguno para ocupar sus respectivos cargos;

VIII.- Cesar, remover, suspender o destituir a aquellos servidores públicos que incurran en las causales previstas, tanto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, como en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco;

IX.- Crear las plazas necesarias para el adecuado cumplimiento de sus atribuciones, de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, bajo el principio de austeridad en el ejercicio del gasto y demás disposiciones aplicables;

X.- Establecer en las normas y manuales respectivos, los procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo de los libros y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como tomar todas las medidas que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, tomando en cuenta, en su caso, las propuestas que formulen las entidades fiscalizadas;

XI.- Solicitar a los sujetos de fiscalización la información que con motivo de la revisión, examen y fiscalización superior de las cuentas públicas se requiera;

XII.- Pedir a las entidades fiscalizadas, el auxilio que necesite para el ejercicio expedito de las funciones de revisión, examen y fiscalización superior;
XIII.- Llevar el Registro Público de Cuentas Públicas con Cargo, así como de las gestiones de cobro, el cual deberá de publicarse en la página electrónica de la Auditoría Superior;

XIV.- Presentar denuncias y querellas en los términos de la legislación penal, en los casos de presuntas conductas delictivas de los servidores públicos y en contra de particulares, cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar la comisión de un delito relacionado con daños y perjuicios a las haciendas públicas o al patrimonio de las entidades fiscalizadas, así como denuncias de juicio político de conformidad con el Título Octavo de la Constitución Política de la entidad y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco:

XV.- Celebrar convenios y contratos con las entidades públicas y privadas para el mejor cumplimiento de sus fines y atribuciones;

XVI.- Presentar al despacho externo designado por el Congreso del Estado, el informe financiero mensual de la aplicación de su presupuesto aprobado, dentro de los treinta primeros días del mes siguiente al que corresponda su ejercicio y el anual a más tardar el 31 de marzo del año siguiente, al ejercicio fiscal que se trate, para su debida revisión.

La designación del despacho externo se realizará mediante licitación pública que lleve a cabo el Congreso del Estado, cada dos años, a más tardar si 30 de noviembre del año que corresponda, y en la revisión se aplicarán los principios y procedimientos de fiscalización que se establecen en la presente ley.

El despacho externo remitirá a la Comisión de Vigilancia del Congreso del Estado, el dictamen final de auditoría para que éste, a su vez, lo remita al Pleno para su aprobación o devolución, hasta por tres ocasiones, con observaciones al despacho externo, quien deberá remitir al Congreso del Estado, un análisis técnico sobre las observaciones del dictamen en un término no mayor de treinta días, para su aprobación definitiva;

XVII.- Formular los pliegos de observaciones a las entidades fiscalizadas;

XVIII.- Formular los pliegos de recomendaciones a las entidades fiscalizadas que permitan corregir los procesos de contabilidad, técnicos, legales y administrativos;

XIX.- Expedir certificaciones de documentos originales que obren en su archivo;

XX.- Solicitar a la Secretaría de Finanzas, al encargado de la hacienda municipal o a la autoridad competente con respecto de las demás entidades fiscalizadas, el cobro de los créditos fiscales, indemnizaciones y las derivadas de las sanciones administrativas que se impongan en los términos de esta ley;

XXI.- Ordenar las visitas, inspecciones y revisiones de libros y documentos de las entidades fiscalizadas, de conformidad con esta ley;

XXII.- Solicitar a las entidades fiscalizadas, los dictámenes que realizan sus órganos de control interno, a efecto de dictaminar rubros específicos de las cuentas públicas o de los estados financieros, de acuerdo a los manuales que establezca la Auditoría Superior;

XXIII.- Imponer las sanciones a los sujetos de fiscalización y a los servidores públicos de la Auditoría Superior, derivadas de la aplicación de esta ley;

XXIV.- Solicitar a las entidades fiscalizadas, dentro de los primeros quince días naturales del ejercicio fiscal, la relación de los responsables directos del ejercicio del gasto en los términos de la normatividad interna de la entidad fiscalizada.  Los titulares de las entidades fiscalizadas, tendrán la obligación de notificar a la Auditoría Superior las modificaciones realizadas a la relación de responsables del gasto, en un término de diez días naturales contados a partir del cambio respectivo, so pena de ser considerado el titular como responsable directo del ejercicio del gasto; y

XXV.- Las demás que señale ésta y otras leyes.

Artículo 18.- Las atribuciones previstas en el artículo anterior, podrán ser delegadas de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento Interior o, en los casos no previstos, mediante acuerdo publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

Artículo 19.- El Auditor Superior será auxiliado en sus funciones Auditores Especiales, así como por los directores generales, directores, jefes de departamento, supervisores auditores, y demás servidores públicos que al efecto señale el Reglamento Interior, de conformidad con el presupuesto autorizado.

Cuando menos habrá un Auditor Especial para poderes y organismos públicos autónomos y descentralizados; de obra pública y de auditoría a municipios.

Artículo 20.- Para ejercer el cargo de Auditor Especial, se deberán cumplir los mismos requisitos que para ser titular de la Auditoría Superior, se establecen en la presente ley, excepto el establecido en la fracción II, que deberá ser de siete años, acreditar las evaluaciones que se les practiquen cuando menos cada dos años y ser designados por el Auditor Superior, de conformidad con lo que establezca esta ley.

Artículo 21.- Corresponde a los Auditores Especiales, las facultades siguientes, con independencia de su ejercicio directo por el Auditor Superior:
I.- Planear, conforme a los programas aprobados por el Auditor Superior, las actividades relacionadas con la revisión de la cuenta pública y elaborar los análisis temáticos que sirvan de insumos para la preparación del informe del Resultado de la revisión de la cuenta pública;

II.- Revisar la cuenta pública del año anterior, incluido el informe de Avance de la Gestión Financiera que se rinda en los términos dispuestos por esta Ley;

III.- Requerir a las entidades fiscalizadas y a los terceros que hubieren celebrado operaciones con aquellas, la información y documentación que sea necesaria para realizar la función de fiscalización;

IV.- Ordenar y realizar auditorías, visitas e inspecciones a las entidades fiscalizadas conforme al programa aprobado por el Auditor Superior;

V.- Designar a los supervisores, visitadores o auditores encargados de practicar las visitas, inspecciones y auditorías a su cargo;

VI.- Revisar, analizar y evaluar la información programática incluida en la cuenta pública del Gobierno del Estado;

VII.- Formular las recomendaciones y los pliegos de observaciones que deriven de los resultados de su revisión y de las auditorías, visitas o investigaciones, las que remitirá a las entidades fiscalizadas;

VIII.- Instruir los procedimientos para el fincamiento de las responsabilidades resarcitorias a que den lugar las irregularidades en que incurran los servidores públicos por actos u omisiones de los que resulte un daño o perjuicio estimable en dinero que afecte a las entidades fiscalizadas en su hacienda pública o patrimonio, conforme a los ordenamientos legales y reglamentarios aplicables;

IX.- Recabar e integrar la documentación y comprobación necesaria para ejercitar las acciones legales en el ámbito penal que procedan como resultado de las irregularidades que se detecten en la revisión, auditorías o visitas que practiquen;

X.- Promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades en que incurran los servidores públicos de las entidades fiscalizadas;

XI.- Formular el proyecto de Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, así como de los demás documentos que se le indique; y

XII.- Las demás que señale la Ley, el Reglamento Interior y demás disposiciones aplicables.

Artículo 22.- La auditoría Superior contará con una Dirección General de Asuntos Jurídicos, cuyo titular tendrá la atribución de asesorar en materia jurídica al Auditor Superior del Estado de Jalisco y a los Auditores Especiales, así como actuar como su órgano de consulta, de atención a asuntos contenciosos, de implementación de políticas preventivas y fincamiento de responsabilidades, así como las siguientes atribuciones:

I.- Ejercitar las acciones judiciales, civiles y contencioso-administrativas en los juicios en los que la Auditoría Superior, sea parte contestar demandas, presentar pruebas y alegatos y actuar en defensa de los intereses jurídicos de la propia Auditoría, dando el debido seguimiento a los procesos y juicios en que actúe.

II.- Representar a la Auditoría Superior en los conflictos que se susciten con motivo de la aplicación de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco;

III.- Asistir al Auditor Superior en los escritos de denuncias penales, así como en las demás diligencias y trámites legales que se requieran para esos efectos;

IV.- Elaborar los documentos necesarios para que la Auditoría Superior, presente denuncias y querellas penales en el caso de conductas que pudieran constituir ilícitos en contra de la Hacienda Pública o el patrimonio de las entidades fiscalizadas, así como para que promueva ante las autoridades competentes, el fincamiento de otras responsabilidades;
V.- Asesorar y expedir lineamientos sobre el levantamiento de las actas administrativas que procedan como resultado de las visitas, inspecciones y auditorías que practique la Auditoría Superior; y

VI.-  Las demás que señale la Ley y otras disposiciones aplicables:

Artículos 23.- Para ser titular de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, se deberán reunir los siguientes requisitos:

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;
II.- Ser nativo del Estado o, en su defecto, haber residido en la entidad durante los últimos cinco años, salvo en el caso de ausencia motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público, siempre y cuando no haya sido fuera del país;

III.- Tener cuando menos treinta años cumplidos al día de su designación;

IV.- Poseer el día de su designación, con antigüedad mínima de cinco años, título profesional de Licenciado en Derecho o Abogado expedido por la autoridad o institución legalmente facultada para ello;

V.- Tener título profesional registrado en la Dirección de Profesiones del Estado;

VI.- No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro considerado como grave por la legislación penal, lo inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

VII.- No ser ministro de alguna asociación religiosa, a menos de que se separe formal, material y definitivamente de su ministerio en la forma y con la anticipación que establece la Ley Reglamentaria del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

VIII.- No haber sido titular de alguna de las secretarías de despacho del Ejecutivo, Procurador General de Justicia, Magistrado del Poder Judicial, Integrante del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, Encargado de Hacienda Municipal o titular de algún ente fiscalizable durante los dos años previos al de su designación y tener sus cuentas públicas aprobadas;

IX.- No haber sido Secretario de Estado, Procurador General de la República, Senador o Diputado Federal, a menos que se separe de su cargo dos años antes al día en que tenga verificativo su designación;

X.- No tener parentesco de consanguinidad en línea recta y colateral hasta el cuarto grado ni de afinidad, con los titulares o funcionarios de primer nivel de las entidades sujetas a fiscalización;

XI.- No haber desempeñado cargo de elección popular en el Estado en los tres años anteriores a su designación;

XII.- No haber sido durante los últimos seis años, miembro de la dirigencia nacional, estatal o municipal de un partido político, ni haber formado parte de los órganos electorales con derecho a voto durante dicho lapso;

XIII.- Acreditar las evaluaciones que se les practiquen cuando menos cada dos años, para permanecer en el cargo; y
XIV.- Durante el ejercicio de su encargo el Director General de Asuntos Jurídicos, no podrá militar o formar parte activa de partido político alguno, ni asumir otro empleo, cargo o comisión, salvo los desempeñados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia y los no remunerados.  El nombramiento deberá recaer preferentemente entre aquellas personas que tengan prestigio profesional, capacidad y experiencia técnica en la materia.

Artículo 24.- La Auditoría Superior contará con una Dirección General de Administración que tendrá las siguientes atribuciones.

I.- Administrar los recursos financieros, humanos y materiales de la Auditoría Superior de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias que la rijan y con las políticas y normas emitidas por el Auditor Superior del Estado de Jalisco;

II.- Prestar los servicios que en general se requieran para el debido funcionamiento de las instalaciones en que se encuentre operando la propia Auditoría Superior;

III.- Preparar el anteproyecto de Presupuesto anual de la Auditoría Superior, ejercer y glosar el ejercicio del presupuesto autorizado y elaborar la cuenta comprobada de su aplicación, así como implantar y mantener un sistema de contabilidad de la institución que permita registrar el conjunto de operaciones que requiera su propia administración;

IV.- Tramitar los nombramientos del personal de la Auditoría Superior;

V.- Adquirir los bienes y servicios y celebrar los contratos, con el apoyo, en su caso, de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, que permitan suministrar los recursos materiales que solicitan sus unidades administrativas para su debido funcionamiento, de conformidad con la normatividad aplicable; y

VI.- Las demás que le señale el Auditor Superior y las demás disposiciones legales y administrativas aplicables.

Artículo 25.- Para ser titular de la Dirección General de Administración, se deberán reunir los siguientes requisitos:

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.- Ser nativo del Estado o, en su defecto, haber residido en la entidad durante los últimos cinco años, salvo en el caso de ausencia motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público, siempre y cuando no haya sido fuera del país;

III.- Tener cuando menos treinta años cumplidos al día de su designación;

IV.- Poseer el día de su designación, , con antigüedad mínima de cinco años, título profesional de Licenciado en Administración de Empresas, Contador Público o cualquier otro tipo de título profesional relacionado con actividades económico administrativas expedido por la autoridad o institución legalmente facultada para ello;
V.- Tener título profesional registrado en la Dirección de Profesiones del Estado;

VI.- Tener, al momento de su designación, conocimiento acreditado en materia de control, manejo o fiscalización de recursos;

VII.- No haber sido condenado por delito doloso que amerite pena corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro considerado como grave por la legislación penal, lo inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

VIII.- No ser ministro de alguna asociación religiosa, a menos de que se separe formal, material y definitivamente de su ministerio en la forma y con la anticipación que establece la Ley Reglamentaria del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IX.- No haber sido titular de alguna de las secretarías de despacho del Ejecutivo, Procurador General de Justicia, Magistrado del Poder Judicial, integrante del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, Encargado de Hacienda Municipal o titular de algún ente fiscalizable durante los dos años previos al de su designación y tener sus cuentas públicas aprobadas.
X.- No haber sido Secretario de Estado, Procurador General de la República, Senador o Diputado Federal, a menos que se separe de su cargo dos años antes al día en que tenga verificativo su designación;

XI.- No tener parentesco de consanguinidad en línea recta y colateral hasta el cuarto grado ni de afinidad, con los titulares o funcionarios de primer nivel de las entidades sujetas a fiscalización;

XII.- No haber desempeñado cargo de elección popular en el Estado en los tres años anteriores a su designación;

XIII.- No haber sido, durante los últimos seis años, miembro de la dirigencia nacional, estatal o municipal de un partido político, ni haber formado parte de los órganos electorales con derecho a voto durante dicho lapso;

XIV.- Acreditar las evaluaciones que se les practiquen cuando menos cada dos años, para permanecer en el cargo; y

XV.- Durante el ejercicio de su encargo, el Director General de Administración, no podrá militar o formar parte activa de partido político alguno, ni asumir otro empleo, cargo o comisión, salvo los desempeñados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia y los no remunerados.  El nombramiento deberá recaer preferentemente entre aquellas personas que tengan prestigio profesional, capacidad y experiencia técnica en la materia.

Artículo 26.- El Auditor Superior, los Auditores Especiales y los Directores Generales, durante el ejercicio de su cargo, tendrán prohibido;

I.- Formar parte de algún partido político, así como participar en actos políticos partidistas, en cualquier tipo de propaganda o promoción partidista; y

II.- Ejercer otro empleo o encargo en los sectores público, privado o social, salvo los desempeñados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia y los no remunerados.

Todos los servidores públicos, tendrán prohibido hacer del conocimiento de terceros, difundir o permitir de cualquier forma, la información reservada que tenga bajo su custodia la Auditoría Superior para el ejercicio de sus atribuciones, la cual deberá utilizarse sólo para los fines a que se encuentra afecta, sin limitar el derecho a la información al que hace referencia, la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco.

Artículo 27.- El Auditor Superior será removido de su cargo por las siguientes causas graves de responsabilidad administrativa:

I.- Ubicarse en cualquiera de los supuestos de prohibición establecidos en el artículo anterior;

II.- Utilizar en beneficio propio o de terceros, la documentación e información que sea considerada confidencial o reservada;

III.- Abstenerse de denunciar dentro de los treinta días hábiles cualquier tipo de responsabilidad, cuando esté debidamente comprobada e identificado el responsable como consecuencia de las revisiones e investigaciones que en el ejercicio de sus atribuciones realice;

IV.- Ausentarse de sus labores por más de treinta días hábiles sin mediar autorización del Congreso del Estado;

V.- Abstenerse de presentar en el término que señala esta ley, sin causa justificada, los informes de resultados de las revisiones de las cuentas públicas;

VI.- Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación e información que, por razón de su cargo, tenga a su cuidado o custodia o que exista en la auditoría Superior; y

VII.- Aceptar la injerencia de terceros en el ejercicio de sus funciones y por estas circunstancias, conducirse con parcialidad en el proceso de revisión, examen y fiscalización superior de las cuentas públicas e imposición de sanciones a que se refiere esta ley.

Artículo 28.- El Congreso del Estado, dictaminará sobre la remoción del Auditor Superior, por causas graves de responsabilidad y deberá dar derecho de audiencia al afectado.

La remoción requerirá del voto de las tres cuartas partes de la totalidad de los integrantes del Congreso del Estado.

Los Auditores Especiales, Directores Generales y Directores, podrán ser removidos por el Auditor Superior por las causas graves a que se refiere el artículo anterior, o cuando no acrediten las evaluaciones para permanecer en el cargo que establece esta ley, así como por las causas establecidas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

Artículo 29.- El Auditor Superior, podrá adscribir orgánicamente las unidades administrativas establecidas en el Reglamento Interior.  Los acuerdos en los cuales se adscriban unidades administrativas se publicarán en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

Artículo 30.- La Auditoría Superior deberá establecer un servicio civil de carrera, que permita la objetiva y estricta selección de sus integrantes.  La selección se realizará mediante un procedimiento que permita analizar la capacidad, conocimientos, habilidades  y experiencias de los aspirantes; su propósito será el garantizar el acceso de los candidatos que demuestren satisfacer los requisitos del cargo y ser los más aptos para desempeñarlo. 

El procedimiento comprenderá exámenes generales de conocimientos y de habilidades, así como los elementos de valoración que se determinen y que se justifiquen en razón de las necesidades y características que requiere el cargo, para el ingreso, permanencia y promoción por oposición, así como su evaluación para la remoción o cese de aquellos que no cumplan con los requisitos para la permanencia en el servicio.

Asimismo, dicho servicio civil deberá asegurar la participación en igualdad de oportunidades donde se reconozca el mérito.

Artículo 31.- La Auditoría Superior elaborará su proyecto de presupuesto anual que contenga, de conformidad con las previsiones de gasto, los recursos necesarios para cumplir con su encargo, el cual no podrá ser inferior al ejercido el año inmediato anterior, actualizado con base en la cifra oficial de inflación que publique el Banco de México y deberá ser remitido por el Auditor Superior al Presidente de la Comisión de Administración del Congreso del Estado para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Poder Legislativo y su posterior envío al Titular del Poder Ejecutivo para su incorporación en la iniciativa de Presupuesto de Egresos del Estado.  La Auditoría Superior ejercerá directamente, con sujeción a las disposiciones aplicables, su presupuesto aprobado.

Sección  Cuarta

De  la  Capacitación

Artículo 32.- La Auditoría Superior, deberá promover la capacitación permanente de sus servidores públicos y de los que laboren en las entidades fiscalizadas, que participen en los procedimientos de fiscalización, imposición de responsabilidades, integración y ejercicio de los presupuestos y presentación de cuenta pública.

El área encargada de la capacitación, deberá auxiliar a la Auditoría Superior en la elaboración de estudios, ponencias y publicaciones relacionadas con la fiscalización; y al Auditor Superior en su participación en asociaciones de organismos de fiscalización superior nacionales e internacionales.

Título   Tercero
De  las  Cuentas  Públicas,  su  Revisión,  Examen  y

Fiscalización  Superior
Capítulo  I

De  las  Cuentas  Públicas
Artículo 33.- Las entidades fiscalizadas municipales presentarán a la Auditoría Superior, a más tardar el día último de febrero del año siguiente al del ejercicio fiscal de que se trate, las cuentas públicas correspondientes al año anterior, junto con toda la documentación original comprobatoria y justificativa de las mismas.

Las entidades fiscalizadas estatales, presentarán a la Auditoría Superior, a más tardar el día 31 de marzo del año siguiente al del ejercicio fiscal de que se trate, las cuentas públicas correspondientes al año anterior, junto con toda la documentación original comprobatoria y justificativa de las mismas.

Las cuentas públicas deberán consolidar la información de los informes semestral de avance y anual de gestión financiera.

La documentación original a que se refiere este artículo deberá preferentemente enviarse por medios magnéticos o electrónicos, quedando asentada de forma oficial, la responsabilidad por parte de los titulares de las entidades, de que los medios magnéticos o electrónicos proporcionados, contienen información idéntica a la documentación original, comprobatoria y justificativa de sus cuentas públicas correspondientes al año anterior y del informe de avance de gestión financiera y que dicha documentación seguirá en posesión de la entidad.

Al efecto, las entidades fiscalizadas que envíen la información aludida en el párrafo anterior por medios electrónicos deberán adjuntar a la misma su firma electrónica certificada en los términos de la ley de la materia, para que la Auditoría Superior, de la misma manera, les acuse de recibo.

Artículo 34.- Las cuentas públicas estarán constituidas por:

I.- Los estados contables, financieros, presupuestarios, económicos, programáticos y patrimoniales de las entidades fiscalizadas;

II.- La información que muestre el registro de las operaciones derivadas de la aplicación de las respectivas leyes de ingresos y del ejercicio de los presupuestos de egresos: estatal o municipales;

III.- Los efectos o consecuencias de las mismas operaciones y de otras cuentas en el activo y pasivo totales de las haciendas públicas, estatal o municipales y en su patrimonio neto, incluyendo el origen y aplicación de los recursos, así como cuentas en administración; y

IV.- Los estados detallados de la deuda pública estatal o municipal.

Las entidades fiscalizadas deberán remitir a la Auditoría Superior, toda la documentación original comprobatoria justificativa de la cuenta pública, pudiéndolo hacer mediante medios digitalizados haciendo constar, bajo protesta de decir verdad, que son copia facsímil del original.

Con respecto del párrafo anterior, en caso de que se presente la cuenta pública por medio magnético o electrónico, el titular de la entidad fiscalizada quedará en posesión de la documentación original comprobatoria y justificativa de la misma, sin perjuicio de que la Auditoría Superior, se la solicite, si así lo estima necesario.

Artículo 35.- Los entes públicos estatales a los que se refiere la fracción VI del artículo 3° de esta ley están obligados a remitir a la Auditoría Superior a más tardar el día treinta de junio, su cuenta pública que incluya los estados financieros dictaminados de cada anualidad por contador público externo autorizado por la Contraloría del Estado, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado y los municipales por Contralor Interno del Municipio o Contador Público externo.
Los resultados de la revisión de la cuenta pública, que incluye los estados financieros, que formulen los auditores autorizados, deberán emitirse conforme los lineamientos establecidos en esta ley y las demás disposiciones aplicables, según el ámbito de competencia de la auditada.

Artículo 36.- Las entidades fiscalizadas rendirán a la Auditoría Superior, a más tardar el treinta y uno de agosto del año en que se ejerza el presupuesto respectivo, el informe de avance de gestión financiera, por el periodo comprendido del primero de enero al treinta de junio del ejercicio fiscal en curso y, a más tardar el día último de febrero el informe anual de gestión financiera por el periodo comprendido del primero de julio al treinta y uno de diciembre del ejercicio fiscal correspondiente.

Artículo 37.- Los ayuntamientos presentarán a la Auditoría Superior, a más tardar el día veinte de cada mes, la cuenta detallada de los movimientos de fondos ocurridos en el mes anterior; a más tardar el día último de julio, el corte del primer semestre; y, a más tardar el día último de febrero, el corte anual del año inmediato anterior.

La carátula de las cuentas públicas mensuales admitirá modificaciones hasta en tanto no se haya entregado el corte anual.  Después de esa remisión no será susceptible de modificación alguna.
Artículo 38.- La Auditoría Superior podrá admitir la ampliación del plazo de presentación de las cuentas públicas, cuando medie solicitud de las entidades fiscalizadas, debidamente fundada y motivada, presentada por lo menos con quince días hábiles de anticipación a la conclusión del plazo respectivo, ante la Auditoría Superior.  En ningún caso la prórroga excederá de un mes, salvo por caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditada a consideración del auditor Superior.

La Auditoría Superior, deberá responder dentro de los cinco días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud.

Las resoluciones del Auditor Superior que nieguen la ampliación del plazo de presentación de las cuentas públicas, no admitirán recurso alguno.

Artículo 39.- Los informes semestral de avance y anual de gestión financiera, deberán contener como mínimo, lo siguiente:

I.- El flujo contable de ingresos y egresos semestral o trimestral, según corresponda al ejercicio del presupuesto;

II.- El avance del cumplimiento de los programas con base en los indicadores estratégicos aprobados en el respectivo presupuesto;

III.- Los procesos concluidos; y

IV.- La evaluación y, en su caso, reformulación de los programas.

Artículo 40.- La Auditoría Superior dará de baja los documentos justificatorios y comprobatorios de las cuentas públicas a los diez años de su recepción en los archivos del organismo público autónomo de fiscalización.

Previo a que un documento o i9nformación en resguardo de la Auditoría Superior, sea dado de baja, deberá hacerse el debido respaldo digital y alimentación de datos en el Sistema Integral de Información que organice en una base de datos, la totalidad de la información que haya sido ingresada en la Auditoría Superior, de conformidad con esta ley y la demás normatividad aplicable;
Artículo 41.- La Auditoría Superior conservará en su poder:

I.- Las cuentas públicas de cada ejercicio fiscal de las entidades fiscalizadas y los informes que contengan los resultados de su revisión y examen;

II.- Las cuentas públicas no dictaminadas;

III.- Las copias autógrafas de las resoluciones en las que se finquen o no responsabilidades;

IV.- Los documentos que contengan las denuncias o querellas penales que se hubieren formulado como consecuencia de los hechos presuntamente delictivos que se hayan evidenciado durante la revisión de las cuentas públicas; y

V.- Los documentos comprobatorios o los medios digitalizados donde se almacenen dichos documentos y que conforman las cuentas públicas.

En los casos previstos en las fracciones I, II y V, cuando las entidades fiscalizadas presenten los documentos antes descritos por medios magnéticos o electrónicos, éstas seguirán en posesión de los documentos originales comprobatorios y justificativos dentro del término señalado en el artículo anterior, pudiendo ser solicitados por la Auditoría Superior cuando resulte necesario.

Capítulo   II

De  la  Revisión,  Examen  y  Fiscalización  Superior

De  las  Cuentas  Públicas

Artículo 42.- La revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas tendrá por objeto el determinar:

I.- Que no exista discrepancia entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y a las partidas respectivas;

II.- Que los recursos provenientes del financiamiento se hayan obtenido en los términos autorizados, que se hayan aplicado con la periodicidad y forma establecidas por las leyes y demás disposiciones aplicables y que se hayan cumplido los compromisos adquiridos en los actos respectivos;

III.- Que la gestión financiera no haya causado daños y perjuicios en la hacienda pública o en el patrimonio de las entidades fiscalizadas y se haya realizado acorde con las leyes, decretos, reglamentos y demás disposiciones aplicables en materia de sistemas de registro y contabilidad gubernamental, contratación de servicios, obra pública, adquisiciones, arrendamientos, conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales, así como las resoluciones de carácter jurisdiccional o laudos;

IV.- Que los programas y su ejecución se hayan desempeñado con eficiencia, eficacia y economía en el gasto público, de conformidad con los programas e indicadores aprobados en los presupuestos respectivos;

V.- Las responsabilidades que, en su caso, haya lugar; y

VI.- Las sanciones que corresponda imponer a las autoridades competentes, en los términos de esta ley.

Artículo 43.- La Auditoría Superior podrá comenzar la fiscalización de los conceptos reportados en los informes de avance de gestión financiera por las entidades fiscalizadas, cuando encuentre motivos para presumir un daño o perjuicio a la hacienda pública o patrimonio de las entidades fiscalizadas, ilicitud en el manejo de recursos públicos, así como cualquier otra irregularidad previa en esta ley, mediante dictamen fundado y motivado que explique las causas de la medida.

Al efecto, la Auditoria Superior, podrá realizar observaciones o recomendaciones, notificando las mismas a las entidades fiscalizadas o a los sujetos de fiscalización, en un plazo de treinta días naturales contados a partir de la conclusión de la revisión correspondiente, las cuales dispondrán de hasta treinta días naturales para dar contestación respecto a dichas observaciones y recomendaciones.

Si transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior, la entidad fiscalizada o, en su caso, los sujetos de fiscalización, sin causa justificada, no presentan su escrito de contestación, se harán acreedores a una multa de veinte a trescientos días de salario mínimo general vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, así como la promoción de la destitución de los responsables ante las autoridades competentes, previstas por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

Artículo 44.- Los pliegos de observaciones y recomendaciones relativos a la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas, serán notificados a las entidades fiscalizadas, sujetas de fiscalización y obligadas subsidiarios, de acuerdo a las siguientes bases:

I.- La Auditoría Superior notificará en el domicilio registrado de los sujetos de fiscalización, las observaciones y recomendaciones respectivas en un término de treinta días naturales contados a partir del cierre del acta de visita;

II.- El titular de la entidad fiscalizada, tendrá un término de treinta días naturales, contados a partir de la fecha de notificación de los pliegos, para solventar y justificar las observaciones y recomendaciones realizadas por la Auditoría Superior;

III.- La entidad fiscalizada deberá acompañar a su solventación los documentos justificativos que sustenten su argumento o, en su caso, deberá informar de los trámites y medidas tomadas para hacer efectivo el cobro de las cantidades no percibidas por la hacienda pública estatal o municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales según sea el caso, así como para el resarcimiento de los daños y perjuicios presuntamente causados; apercibidos que en caso de no presentar su escrito de contestación, se estará a lo establecido en la siguiente fracción;
IV.- Si las autoridades que deban rendir información especifica sobre sus cuentas públicas derivadas de los pliegos de observaciones, no la rinden en los términos de esta ley se presumirán ciertos los conceptos observados, debiendo la Auditoría Superior cerrar la auditoría con la información existente y elaborar el dictamen final de auditoría correspondiente; y

V.- Los sujetos de fiscalización deberán entregar toda la información y poner a disposición, la documentación necesaria que sea solicitada por los ex servidores públicos, para cumplimentar sus obligaciones derivadas de esta ley y para solventar las observaciones que realice la Auditoría Superior a las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas a las que pertenecieron.  En caso de negativa, los ex servidores públicos podrán solicitar a la Auditoría Superior sancione a los sujetos de fiscalización y requiera la información respectiva.

Artículo 45.- Si las autoridades que deban rendir sus cuentas públicas mensuales, cortes semestrales o anuales, no las rinden en los términos de esta ley, el Auditor Superior impondrá una multa de veinte a quinientos días de salario mínimo general vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, así como la denuncia ante las autoridades competentes conforme a lo establecido por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

Artículo 46.- Los órganos de control interno de las entidades fiscalizadas que deban colaborar con la Auditoría Superior en lo que concierne a la revisión de la respectiva cuenta pública, conforme a esta ley y demás disposiciones legales aplicables, deberán:

I.- Establecer una coordinación entre ambos a fin de garantizar el debido intercambio de información que al efecto se requiera;

II.- Otorgar las facilidades que permitan a los auditores llevar a cabo el ejercicio de sus funciones; y

III.- Proporcionar la documentación que le solicite la Auditoría Superior sobre los resultados de la fiscalización que realicen o cualquiera otra que se les requiera.

Artículo 47.- La información y datos que para el cumplimiento de lo previsto en este capítulo, se proporcionen, estarán afectos exclusivamente al objeto de esta ley y se estimarán como reservados al acceso público hasta en tanto no se hayan aprobado las cuentas públicas de manera definitiva.

Artículo 48.- Cuando esta ley no establezca un término especifico para la realización de cualquier acto, se entenderá de cinco días hábiles para su cumplimiento.

Capítulo   III

De  los  Sistemas  Informáticos

De  la  Auditoría  Superior

Artículo 49.- Se entiende por sistemas informáticos los programas de computación y bases de datos, que en cualquier forma, lenguaje o código, den un conjunto de instrucciones que, con una secuencia, estructura y organización determinada, tienen como propósito que una computadora o dispositivo realice una tarea o función específica.

Artículo 50.- La entidad fiscalizada, en su carácter de licenciatario de uso de los sistemas informáticos elaborados por la Auditoría Superior, podrá realizar el número de copias que le autorice la Auditoría Superior o una sola copia de dicho programa siempre y cuando:

I.- Sea indispensable para la utilización del programa; o
II.- Sea destinada exclusivamente como resguardo para sustituir la copia legítimamente asignada, cuando ésta no pueda utilizarse por daño o pérdida.  La copia o respaldo deberá ser destruida cuando cese el derecho del licenciatario de uso para utilizar el programa de computación.

Las entidades fiscalizadas deberán respetar los derechos autorales de la Auditoría Superior respecto a los sistemas informáticos de su titularidad.

Artículo 51.- Sin previa autorización de la Auditoría Superior, está estrictamente prohibido en los sistemas informáticos:

I.- La reproducción permanente o provisional de los datos del sistema o alimentados en el sistema, en todo o en parte, por cualquier medio y forma;

II.- La traducción, adaptación, arreglo o cualquier otra modificación y la reproducción del programa resultante;

III.- Cualquier forma de distribución o de una copia del mismo, incluido el alquiler; y

IV.- La descompilación, los procesos para revertir la ingeniería de un programa de computación y el desensamblaje.

Capítulo   IV
De  las Visitas

Artículo 52.- Es facultad de la Auditoría Superior, realizar visitas a las entidades fiscalizadas, con la finalidad de allegarse de la información necesaria para la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas, así como por las revisiones que se ordenen por las situaciones excepciones que marca la presente ley.

De igual forma, podrá realizar visitas durante el ejercicio fiscal en curso, respecto de los procesos reportados como en proceso o concluidos en el respectivo informe de avance de gestión financiera, así como efectuar revisiones sobre un rubro o partida cuando lo estime pertinente.

Las auditorías, visitas e inspecciones que se efectúen en los términos de este Capítulo, se practicarán por, el personal  expresamente comisionado para el efecto por la Auditoría Superior o mediante la contratación de profesionales de auditoría independientes, habilitados por la misma para efectuar visitas o inspecciones, siempre y cuando no exista conflicto de intereses.

Las personas a que se refiere el párrafo anterior, tendrán el carácter de representantes de la Auditoría Superior en lo concerniente a la comisión conferida. Para tal efecto, deberán presentar previamente el oficio de comisión respectivo e identificarse plenamente como personal actuante de dicha Auditoría Superior.

Artículo 53.- Las visitas que efectúe la Auditoría Superior, se iniciarán en días y horas hábiles, por personal autorizado que exhiba identificación vigente y el oficio de comisión respectivo.

Para los efectos de esta ley, se considerarán días y horas hábiles, de lunes a viernes en el horario en que la entidad fiscalizada labora normalmente en su área administrativa, con la excepción de los días festivos señalados por la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.

La Auditoría Superior, podrá habilitar días y horas diferentes a los indicados anteriormente, previo acuerdo fundado y motivado del Auditor Superior y cuando la circunstancia del caso así lo requiera.

Artículo 54.- Durante las visitas que se practiquen, las entidades fiscalizadas deberán proporcionar a la autoridad, la información que les sea solicitada.

Artículo 55.- La orden de visita deberá contener;

I.- El nombre de la entidad fiscalizada;

II.- El nombre de los auditores o profesionales contratados que realizan la visita, los cuales podrán ser sustituidos o designados en un mayor número mediante notificación realizada a la entidad fiscalizada;

III.- El ejercicio o periodo a revisar, así como la enumeración de las áreas, rubros, documentos u operaciones de la revisión.  La revisión no podrá realizarse respecto a conceptos no señalados en la orden de visita, salvo que por nueva orden, fundada y motivada, del Auditor Superior, se amplíen los conceptos a revisar; y

IV.- Periodo que durará la revisión, el cual se podrá ampliar, notificando a la entidad, debiendo fundar y motivar la razón de la ampliación.

Artículo 56.- Las visitas se desarrollarán conforme a las siguientes reglas:

I.- Al dar inicio a la visita, los auditores o profesionales contratados deben de identificarse con la persona con quien se entienda la diligencia, requiriéndole designe a dos testigos.

Si los testigos no son designados por la entidad fiscalizada o los designados no aceptan desempeñarse como tales, los auditores o profesionales contratados lo harán constar en el acta circunstanciada que al efecto se levante al inicio de la visita.

Asimismo, los auditores o profesionales contratados solicitarán a la persona con quien se entienda la diligencia que señale nuevos testigos y al no haber más personas que designar o las que se han señalado no quisieran actuar como testigos, los auditores o profesionales contratados podrán designar o señalar a quienes deben atestiguar el desarrollo de la visita.
Será obligación del visitado o de su representante permanecer durante todo el tiempo que dure la visita, siendo responsabilidad exclusiva del visitado su ausencia durante el proceso, circunstancia que no afectará la validez de la visita realizada;

II.- De toda visita se levantará acta en la que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los auditores o profesionales contratados. Los hechos u omisiones consignados por los auditores o profesionales contratados en las actas sólo constituyen indicios de tales hechos o de las omisiones encontradas;

III.- Si la visita se realiza simultáneamente en dos o más lugares, en cada uno de ellos, se deberán levantar actas parciales, mismas que se agregarán al acta final que de la visita se haga, la cual puede ser levantada en cualquiera de dichos lugares.  En los casos a que se refiere esta fracción, se requerirá la presencia de dos testigos en cada establecimiento visitado en donde se levante acta parcial;

IV.- Se levantarán actas en las que se hagan constar hechos, omisiones o circunstancias de carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo de una visita. Una vez levantada el acta final, no se podrán levantar actas parciales sin que exista una nueva orden de visita;

V.- Si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se levantará ante quien estuviere presente en el lugar visitado; en ese momento cualquiera de los auditores o profesionales contratados que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado.  Si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos se niegan a firmarla, o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma; y

VI.- Las actas parciales se entenderán que forman parte integrante del acta final de la visita aunque no se señale así expresamente.

Artículo 57.- En las actas que se levanten con motivo de la visita o inspección, se hará constar, por lo menos, lo siguiente:

I.- Hora día, mes y año en que se practicó la visita;

II.- Objeto de la visita;

III.- Números y fechas de los oficios de comisión, así como de las identificaciones oficiales de los auditores y vigencias de éstas;

IV.- Ubicación física de la entidad fiscalizada;

V.- Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la visita o inspección, así como los datos de su identificación oficial en caso de presentarla;

VI.- Nombre y domicilio de las personas designadas como testigos, así como los datos de su identificación oficial en caso de presentarla;

VII.- Síntesis descriptiva sobre la visita, asentando los hechos, datos y omisiones derivados del objeto de la misma; y

VIII.- Nombre y firma del o de los auditores, de las personas con quienes se atendió la visita y de quienes hayan fungido como testigos.

Artículo 58.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior y los profesionales contratados, deberán guardar estricta reserva sobre la información y documentos que con motivo del objeto de esta ley conozcan, así como de sus actuaciones y observaciones.

Estos serán responsables en los términos de las disposiciones legales aplicables, por violación a dicha reserva o a cualquier otra obligación que les confiera esta ley u otros ordenamientos de la materia.

Capítulo  V

Del  Informe  del  Resultado  de  la  Revisión,  Examen  y

Fiscalización  Superior  de  las  Cuentas  Públicas

Artículo 59.- La Auditoría Superior tendrá un plazo de diez meses, contados a partir del día siguiente a aquel en el que las entidades fiscalizadas, le remitan las correspondientes cuentas públicas, para realizar el dictamen respectivo.

Si el Auditor Superior no rinde el dictamen final, será sujeto de responsabilidad en los términos de la Constitución Política del Estado, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y esta ley.

Artículo 60.- El dictamen final o el informe a que se refiere el artículo anterior, deberá contener como mínimo lo siguiente:

I.- Los pliegos de observaciones;

II.- El dictamen de la revisión de la respectiva cuenta pública;

III.- El cumplimiento de los principios de contabilidad gubernamental y de las disposiciones contenidas en los ordenamientos legales correspondientes;

IV.- El cumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia y economía establecidos en los presupuestos respectivos;

V.- Los resultados de la gestión financiera y en su caso, la recaudación;

VI.- La comprobación de que las entidades fiscalizadas, se ajustaron a lo dispuesto en las respectivas leyes de ingresos y presupuestos de egresos y en las demás normas aplicables en la materia;

VII.- El estado que guardan los bienes muebles e inmuebles pertenecientes a las entidades fiscalizadas, así como los bienes inmuebles que ingresaron a su patrimonio durante el ejercicio fiscal auditado;

VIII.- El análisis, en su caso, de las desviaciones presupuestarias;

IX.- Los comentarios y observaciones de los sujetos de fiscalización y entidades fiscalizadas, así como la valoración jurídica que la Auditoría Superior haga sobre éstos; y

X.- Un análisis que contendrá los siguientes apartados:

a) Legal financiero;

b) Financiero administrativo;

c) Obra pública y fraccionamientos, en su caso;

d) Auditoría de desempeño;

e) Ingresos, deuda y patrimonio; y

f) Aportaciones federales o estatales, en dinero o en especie, en su caso.

Artículo 61.- En caso de que se determine el no cumplimiento de los objetivos y metas establecidas en los presupuestos y programas aprobados, la Auditoría Superior, hará las observaciones y recomendaciones pertinentes, de manera fundada y motivada.

Artículo 62.- Las responsabilidades a que se refiere esta ley, se constituirán de manera directa a los sujetos de fiscalización que hayan ejecutado los actos o incurran en las omisiones que las hayan originado; y, en su caso, subsidiariamente, en ese orden, al servidor público jerárquicamente inmediato que por la índole de sus funciones, haya omitido la revisión o autorizado tales actos, por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia por parte de los mismos.

La Auditoría Superior deberá resolver lo concerniente en cada una de las cuentas públicas, de la imposición de las sanciones correspondientes, la determinación de créditos fiscales e indemnizaciones a los sujetos obligados, así como de la denuncia de otro tipo de responsabilidades y de hechos presuntamente ilícitos, que se realicen de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en la Ley de Responsabilidades para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

Artículo 63.- La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, remitirá los dictámenes finales al Pleno del Congreso del Estado para su aprobación o devolución con observaciones técnicas, por una sola ocasión, a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco en un término máximo de treinta días.  En caso de no remitir observaciones, deberá ser aprobado el dictamen en los términos presentados por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

La Auditoría Superior del Estado de Jalisco, realizará un análisis técnico sobre las observaciones del dictamen en un plazo no mayor de quince días naturales.  Dicho análisis establecerá la aceptación o no de las observaciones realizadas por el Congreso del Estado, el cual será remitido al Pleno del mismo, para su aprobación definitiva, dentro de los quince días naturales siguientes:

Una vez aprobado, se remitirá al Titular del Poder ejecutivo, para su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

Capítulo  VI

De  la  Revisión  de  Situaciones  Excepcionales

Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por situaciones excepcionales aquellas en las cuales, de la denuncia que al efecto se presente, se deduzca alguna de las circunstancias siguientes:

I.- Un daño que afecte a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas, por un monto que resulte superior a tres mil veces el salario mínimo general vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara;

II.- Hechos de corrupción determinados por autoridad competente;

III.- La afectación de áreas estratégicas o prioritarias establecidas en los planes de desarrollo;

IV.- El riesgo de que se paralice la prestación de servicios públicos esenciales para la comunidad; o

V.- El acto u omisión que provoque el desabasto de productos de primera necesidad o el mal manejo de los programas destinados a grupos vulnerables.

Artículo 65.- La denuncia para iniciar una revisión de situación excepcional, puede ser interpuesta ante la Auditoría Superior por cualquier persona observando las formalidades que para ello establece la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios.

Las denuncias notoriamente improcedentes, se desecharán de plano.  A quien promueva una denuncia notoriamente improcedente, se le impondrá una multa de veinte a cincuenta salarios mínimos vigentes en la Zona Metropolitana de Guadalajara, la cual la Auditoría Superior, deberá elevar a crédito fiscal para su cobro, conforme la ley en la materia.

Artículo 66.- Cuando se presenten denuncias justificadas respecto a irregularidades en el manejo, aplicación o custodia de recursos públicos, o de su desvío, la Auditoría Superior procederá a requerir a las entidades fiscalizadas y a los sujetos de fiscalización, revisiones de conceptos específicos vinculados de manera directa a las denuncias presentadas.

El requerimiento deberá aportar indicios probatorios razonables, mediante los cuales se presuma que la irregularidad cometida ocasionó un daño a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas.

Las denuncias presentadas respecto a ejercicios fiscales ya dictaminados se desecharán de plano.

Artículo 67.- Los resultados de la revisión de situaciones excepcionales se asentarán en el dictamen final de la cuenta pública de la entidad fiscalizada.  En su caso, el dictamen establecerá las responsabilidades en que hayan incurrido las entidades fiscalizadas o los sujetos de fiscalización.

Título  Cuarto

De  las  Responsabilidades  y  de  la

Determinación  de  los  Daños  y  Perjuicios
Capítulo  I

De  las  Responsabilidades  en  la

Rendición  de  Cuentas
Artículo 68.- Para los efectos de esta ley incurren en responsabilidad:

I.- Los sujetos de fiscalización, por actos u omisiones que causen daño o perjuicio estimable en dinero a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas;

II.- Los sujetos de fiscalización que no rindan sus informes acerca de la solventación de los pliegos de observaciones formulados y remitidos por la Auditoría Superior, en los plazos y términos establecidos;

III.- Los sujetos de fiscalización, que no remitan la información solicitada por la Auditoría Superior, con motivo de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas en los plazos y términos establecidos.

IV.- Los sujetos de fiscalización que no pongan a disposición de los ex servidores públicos los documentos solicitados por la Auditoría Superior para el cumplimiento de sus obligaciones y para solventar observaciones de cuentas públicas;

V.- Los sujetos de fiscalización que no proporcionen su domicilio en los términos del artículo 4° de la presente ley;

VI.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior, cuando al revisar las cuentas públicas, no formulen las observaciones sobre situaciones irregulares que detecten;

VII.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior, cuando hagan del conocimiento de terceros, difundan o permitan el acceso a la información reservada que tengan bajo su custodia por el ejercicio de sus atribuciones, la cual deberá utilizarse sólo para los fines a que se encuentra afecta;  y

VIII.- Los servidores públicos responsables de la recuperación de los créditos fiscales o sanciones de carácter pecuniario que no hagan los cobros respectivos, si para ello no existe impedimento jurisdiccional o laudo.

Artículo 69.- El acto señalado en la fracción I, del artículo anterior, la sanción será la determinación final que establezca el Auditor Superior o el Congreso del Estado en el caso de las entidades fiscalizadas municipales.

Artículo 70.- Los actos señalados en las fracciones II a V del artículo 68 serán sancionados por el Auditor Superior, con las siguientes medidas de apremio:

I.- Amonestación por escrito;

II.- Multas de veinte a quinientos salarios mínimos vigentes en la Zona Metropolitana de Guadalajara; o

III.- Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas.

Artículo 71.- Los actos señalados en las fracciones VI  a  VII del artículo 68, serán sancionados por el Auditor Superior, de conformidad con lo que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.
En el caso de la fracción VII el Auditor Superior, deberá suspender de sus funciones al servidor público, sin goce de sueldo, en tanto dure el procedimiento administrativo.

En el caso de la fracción VIII el Auditor Superior, denunciará ante el superior jerárquico, al servidor público omiso, para la aplicación de las sanciones de conformidad con lo que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

Artículo 72.- Las multas a que se refiere esta ley, tendrán carácter de créditos fiscales, se fijarán en cantidad líquida por la Auditoría Superior y se remitirán a la Secretaría de Finanzas para su ejecución.

El importe de las multas deberá fundarse y motivarse tomando en cuenta las condiciones económicas del infractor, la gravedad de la infracción cometida, los medios de ejecución y, en su caso, su nivel jerárquico.

Artículo 73.- Las responsabilidades que se finquen a los sujetos de fiscalización, así como a los servidores públicos de la Auditoría Superior, no eximen a éstos ni a los particulares, de sus obligaciones, cuyo cumplimiento se les exigirá aún cuando la responsabilidad, se hubiere hecho efectiva total o parcialmente.

Artículo 74.- La Auditoría Superior, con base en las disposiciones de esta ley, formulará un dictamen derivado de la revisión, examen y fiscalización superior de la cuenta pública, en el que se determinará, en cantidad líquida, la responsabilidad de los infractores.

Capítulo  II

De  la  Determinación  de  Daños  y  Perjuicios

Artículo 75.- Si de la revisión, examen y fiscalización superior de las cuentas públicas, aparecieran irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos u omisiones que produzcan daños y perjuicios a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas, la Auditoría Superior procederá a:

I.- Cuantificar en los términos de esta ley y las demás disposiciones aplicables:

a) Los daños y perjuicios correspondientes; 

b) La indemnización equivalente a los mismos; y

c) Las sanciones pecuniarias respectivas;

II.- Denunciar ante las autoridades correspondientes, las probables responsabilidades en materia administrativa, penal o de juicio político.

Artículo 76.- El Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Finanzas y los ayuntamientos, por conducto de los presidentes municipales, deberá informar trimestralmente a la Auditoría Superior, sobre la ejecución de los cobros respectivos y el monto de lo recuperado, para la actualización del Registro Público de Cuentas Públicas con Cargo.

Las entidades fiscalizadas, por medio de sus titulares, deberán informar trimestralmente a la Auditoría Superior sobre los trámites realizados para la aplicación de sanciones.

La Auditoría Superior, dictará las medidas de apremio necesarias, para la debida resolución de los asuntos antes citados en el tiempo y forma que marcan las leyes.

Artículo 77.- El importe de las indemnizaciones que se recuperen en los términos de esta ley, deberá ser entregado por la Secretaría de Finanzas a las respectivas áreas administrativas de las entidades fiscalizadas que sufrieron el daño y perjuicio respectivo.  Lo propio se hará en el caso de los municipios.  Dicho importe quedará en áreas administrativas o tesorerías y sólo podrá ser ejercido de conformidad con lo establecido en el correspondiente presupuesto.

Una vez publicadas las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, los cargos determinados tendrán el carácter de crédito fiscal, haciéndose efectivo conforme al procedimiento administrativo de ejecución que establece la legislación aplicable ya sea por la Secretaría de Finanzas o por la autoridad municipal respectiva, dentro de un plazo máximo de treinta días hábiles contados a partir de dicha publicación.

Es causa de responsabilidad administrativa grave, con suspensión de sus funciones al servidor público que no inicie el procedimiento económico coactivo a que se refiere el párrafo anterior, independientemente de cualquier otra responsabilidad civil o penal en la que se pudiera incurrir.

La Auditoría Superior, así como cualquier autoridad o ciudadano, tienen acción para denunciar la omisión de las autoridades fiscales en el cobro de los créditos fiscales provenientes de cuentas públicas.

Capítulo   III

De  la  Caducidad  y  Prescripción  de

Responsabilidades

Artículo 78.- Las facultades económicas coactivas de las autoridades fiscales derivadas de las cuentas públicas, caducan en cinco años a partir de la publicación en el periódico oficial  “El Estado de Jalisco”, del dictamen que resuelva la cuenta pública respectiva.

Artículo 79.- Las facultades de la Auditoría Superior para fincar responsabilidades administrativas e imponer las sanciones a que se refiere esta ley caducarán en tres años.

El plazo de la caducidad contará a partir del día siguiente a aquel en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que se hubiese cesado, si fue de carácter continuo.

En todos los casos, la caducidad a que alude este precepto se interrumpirá al notificarse el inicio del procedimiento.

Artículo 80.- Las responsabilidades de carácter civil, administrativo y penal que resulten por actos u omisiones prescribirán en la forma y tiempo que fijen las leyes aplicables.

Artículo 81.- Cualquier gestión de cobro que haga la autoridad competente al responsable, interrumpe la prescripción de la sanción impuesta, prescripción que, en su caso, comenzará a computarse a partir de dicha gestión.

Capítulo   IV

De  los  Medios  de  Defensa

Artículo 82.- Las sanciones y demás resoluciones que sean emitidas con motivo de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas, podrán ser impugnadas por los sujetos de fiscalización, mediante el juicio de nulidad ante el Pleno del Tribunal de lo Administrativo del Estado, en los términos que establece la Constitución Política del Estado de Jalisco y la Ley de Justicia Administrativa.

ARTÍCULO  TERCERO.-  Se reforman los artículos 6°, 16 fracciones III, IV, V y VI y 17; y se adiciona una fracción VII al artículo 16 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue:

Artículo 6°.- Son servidores supernumerarios aquellos a quienes se les otorgue alguno de los nombramientos temporales señalados en las fracciones II, III, IV, V y VI del artículo 16 de esta Ley.

…………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………….

Lo señalado en las fracciones II, III, IV, V y VI del artículo 16 quedará a salvo, de conformidad a la naturaleza del empleo.

Los servidores públicos supernumerarios, una vez contratados de manera definitiva, podrán solicitar les sea computada la antigüedad desde su primer contrato para efectos del servicio civil de carrera.

Artículo 16.-………………………………………………………………..

I  y  II.-……………………………………………………………………….

III.- Provisional determinado, cuando se otorgue de acuerdo a las disposiciones reglamentarias en materia de Servicio Civil de Carrera para ocupar una plaza.  El nombramiento correspondiente, no podrá exceder de dos años y su posible continuación dependerá de las evaluaciones que al efecto se le practiquen.  En caso de no aprobar dichas evaluaciones, cesarán los efectos del nombramiento y el servidor público cesado tendrá derecho a una indemnización de tres meses de salario;

IV.- Provisional, cuando se expida de acuerdo con el escalafón para ocupar plaza vacante por licencia del servidor público titular que exceda de seis meses;

V.- Por tiempo determinado, cuando se expida para trabajo eventual o de temporada, con fecha precisa de terminación;

VI.- Por Obra Determinada, cuando se otorgue para realizar tareas temporales directamente ligadas a una obra o función pública; y

VII.- Beca, cuando se expida por tiempo determinado para la capacitación o adiestramiento del becario en alguna actividad propia de la administración pública estatal o municipal.

………………………………………………………………………………………

Artículo 17.-………………………………………………………………………

I  y  II.-……………………………………………………………………….........
III.- El carácter del nombramiento; definitivo o interino, provisional determinado, provisional, por tiempo determinado o para obra determinada, en términos de los artículos 6° y 16 de esta Ley;

IV  a  X.-………………………………………………………………………….

ARTÍCULO  CUARTO.-  Se reforman los artículos 3°, 31 primer párrafo y 61, fracción XXVII, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 3°.-………………………………………………………………………

I  a  IX.-……………………………………………………………………………
X.- La Comisión Estatal de Derechos Humanos;

XI.- El Instituto Electoral del Estado;

XII.- El Instituto de Transparencia e Información Pública;

XIII.- La Auditoría Superior; y

XIV.- Los demás órganos que determinen las leyes.

Artículo 31.- Para proceder penalmente contra los diputados al Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los titulares de las secretarías del Poder Ejecutivo, el Procurador General de Justicia y el Procurador Social; los magistrados del Poder Judicial del Estado; el presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; los consejeros electorales con derecho a voz y voto del Consejo Electoral del Estado; los presidentes municipales, síndicos, regidores y concejales de los ayuntamientos o concejos municipales, será necesario que se declare por parte del Congreso que ha lugar a proceder contra el inculpado, siguiendo el procedimiento, que se establece en el presente capítulo.

…………………………………………………………………………………..
Artículo 61.-……………………………………………………………………

I  a  XXVI.-………………………………………………………………………

XXVII.- Los funcionarios encargados de la Hacienda Pública Estatal y Municipal, que no realicen la presentación y entrega de las cuentas públicas dentro de los plazos establecidos y no señalen domicilio para recibir notificaciones, se harán acreedores a las sanciones previstas por la ley;

XXVIII  a  XXIX.-………………………………………………………………

ARTICULO  QUINTO.-  Se reforma el artículo 37 fracción III y 79 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 37.-………………………………………………………………..

I.- Remitir a la Auditoría Superior a más tardar el día veinte de cada mes, la cuenta detallada de los movimientos de fondos ocurridos en el mes anterior; a más tardar el día último de julio, el corte del primer semestre; y a más tardar el día último de febrero, el corte general del año inmediato anterior;

II  a  V.-………………………………………………………………………

Artículo 79.- El Congreso del Estado, debe aprobar las leyes de Ingresos de los municipios.  Los presupuestos de egresos deben ser aprobados por los Ayuntamientos, con base en sus ingresos disponibles, planes municipales de desarrollo, programas que señalen los objetivos, las metas con base en indicadores de desempeño y las unidades responsables de su ejecución, traducidos en capítulos, conceptos y partidas presupuestales, así como a los principios de racionalidad, austeridad, disciplina presupuestal, motivación, certeza, equidad y proporcionalidad.

Dichos indicadores de desempeño corresponderán a un índice, medida, cociente o fórmula que permita establecer un parámetro de medición de lo que se pretende lograr en un año expresado en términos de cobertura, eficiencia, impacto económico y social, calidad y equidad.

Asimismo, los presupuestos se sujetarán a las siguientes reglas:

I  a  III.-…………………………………………………………………………..

ARTICULO  SEXTO.-  Se reforman los artículos 10, 15, 23, 182, 191, 202, 203, 204, 207, 212, 216, 220, 221, 223, 224, 226, 227, 228, 229, 233, 234, 235, 236 bis y 240 de la Ley de Hacienda Municipal, para quedar como sigue:

Artículo 10.-……………………………………………………………………..

Asimismo, deberá contemplar la obligación únicamente a los servidores públicos que ejerzan o controlen fondos públicos, de otorgar fianza a favor de la entidad a la que laboren, las cuales no podrán ser liberadas en tanto no sea aprobada la cuenta pública o no exista liberación de responsabilidad por parte de la Auditoría Superior.

Artículo 15.-……………………………………………………………………...

…………………………………………………………………………………….

Para la elaboración de presupuestos y control de las erogaciones municipales, se estará a lo que disponga la Ley Reglamentaria del Título Quinto de la Constitución Política del Estado de Jalisco, la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco y demás ordenamientos.

Artículo 23.-………………………………………………………………………

I  a  XIII.-……………………………………………………………………………

Se  deroga.-…

Se  deroga.-…

Se  deroga.-…

Artículo 182.- La Tesorería Municipal, llevará un inventario de los bienes muebles e inmuebles propiedad del Municipio, el cual deberá ser permanentemente actualizado, debiendo comunicar la Auditoría Superior, las altas y bajas que se realicen a más tardar el día cinco del mes siguiente del que se haya efectuado el movimiento.

La obligación anterior no será aplicable cuando se trate de bienes muebles cuyo valor no exceda del importe de diez días de salario.

Artículo 191.- Los recibos que deba expedir la Tesorería Municipal y los boletos para el cobro de productos, por uso de piso, deberán ser enviados a la Auditoría Superior para su registro y control.

Artículo 202.- El gasto público municipal, para su correcta aplicación y la consecución de sus objetivos, se basará en el presupuesto de egresos, el que deberá formularse con base en programas que señale los objetivos, las metas con base en indicadores de desempeño y las unidades responsables de su ejecución, traducidos en capítulos, conceptos y partidas presupuestales.

Dichos indicadores de desempeño corresponderán a un índice, medidas, cociente o fórmula que permita establecer un parámetro de medición de lo que se pretende lograr en un año expresado en términos de cobertura, eficiencia, impacto económico y social, calidad y equidad.

La elaboración de presupuesto, deberá realizarse por cada año calendario, en base a costos.

Articulo 203.- Las actividades de revisión y evaluación del gasto público municipal, estarán a cargo de la Auditoría Superior y del Congreso del Estado, de conformidad con la Constitución Política y la Ley de Fiscalización Superior, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco.

Artículo 204.- Los ayuntamientos, a solicitud de la Auditoría Superior, proporcionarán a ésta, todos los datos estadísticos e información general que puedan contribuir a una mejor comprensión y evaluación de las partidas presupuestales.

Artículo 207.-…………………………………………………………………..

1ª.-  a  3ª.-………………………………………………………………………

Los capítulos, conceptos y partidas que se utilizarán para la elaboración del presupuesto de egresos, deberán ajustarse al catálogo proporcionado por la Auditoría Superior del Estado, para los efectos de la revisión de la cuenta pública.

…………………………………………………………………………………...

……………………………………………………………………………………

Artículo 212.- Aprobado el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal respectivo, el gobierno municipal deberá remitir, antes del día veinte de diciembre de cada año, las copias del mismo y del acta de la sesión de ayuntamiento en que se aprobó a la Auditoría Superior, para su conocimiento y efectos de control y revisión de la cuentas pública.

………………………………………………………..

…………………………………………………………………………………..

…………………………………………………………………………………..

…………………………………………………………………………………..

Artículo 216.- Los nombramientos que expida el Ayuntamiento, serán enviados a su Tesorería, con copia a la Auditoría Superior, dentro de los 5 días siguientes a la fecha en que se expidan los documentos relativos.

Artículo 220.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el Presidente Municipal, por conducto del Tesorero del Ayuntamiento, preparará las iniciativas de las modificaciones correspondientes, debiendo comunicar a la Auditoría Superior dichos cambios, dentro de los cinco días posteriores a la realización de los mismos.

Artículo 221.- Excepcionalmente, cuando por razones contingentes, la Hacienda Pública Municipal, cuente con disponibilidades cuyo monto supere la cobertura del gasto público autorizado para el ejercicio fiscal, el Presidente Municipal, previo acuerdo del Ayuntamiento, queda facultado para aplicarlo, dentro de la programación general de las actividades oficiales, obras y servicios públicos a cargo del Ayuntamiento sin perjuicio de la revisión, glosa y control que debe practicar la Auditoría Superior del Estado.

Artículo 223.- La revisión de las cuentas públicas anuales que deben presentar los ayuntamientos de la entidad y la glosa de dichas cuentas, se realizarán de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 35 Bis de la Constitución Política del Estado.

Artículo 224.- La Auditoría Superior del Estado, para el cumplimiento de las atribuciones que le confiere la Constitución Política Local, tiene facultades para revisar toda clase de libros, instrumentos, documentos y objetos, practicar visitas, inspecciones y auditorías y en general, recabar los elementos de información necesarios, para cumplir con sus funciones.
……………………………………………………………………………………..

Artículo 226.- A solicitud de la Auditoría Superior, el Tesorero Municipal, informará de los actos, convenios o contratos de los que resulten derechos u obligaciones para el Ayuntamiento, con el objeto de verificar si de sus términos y condiciones, pudieran derivarse daños, en contra de la Hacienda Pública Municipal o impliquen incumplimiento de alguna ley relacionada con la materia.

Artículo 227.- El Tesorero Municipal está obligado a proporcionar a la Auditoría Superior, la información que se le solicite y a permitir la práctica de visitas, inspecciones y auditorías necesarias, que este determine, para el esclarecimiento de los hechos.

Artículo 228.- Si el encargado de la Hacienda Municipal, se negare a proporcionar la información solicitada por la Auditoría Superior del Estado, o no permitiera la revisión de los libros, instrumentos y documentos comprobatorios y justificativos del ingreso y del gasto público, ni permitiera la práctica de visitas, inspecciones y auditorías, la Auditoría Superior del Estado, resolverá lo conducente.

Artículo 229.- Con objeto de uniformar los criterios en materia de contabilidad municipal y archivo contable, la Auditoría Superior del Estado, dará a conocer con toda oportunidad, el catálogo de cuentas de ingresos y egresos, las normas, procedimientos, métodos y sistemas que emita e implante con base en los ordenamientos correspondientes.

Artículo 233.- El Tesorero Municipal suministrará a la Auditoría Superior la información contable, financiera y de cualquier otra índole que le requiera.

Artículo 234.- La Auditoría Superior determinará la forma y términos en que el Tesorero Municipal deberá llevar sus registros auxiliares y contabilidad y, en su caso, rendir sus informes y cuentas para fines de contabilización y consolidación.  Asimismo, examinará periódicamente el funcionamiento del sistema y los procedimientos de contabilidad de cada Tesorería Municipal y podrá autorizar su modificación o simplificación.

Artículo 235.- Los estados financieros y demás información financiera y contable que emanen de la contabilidad de las tesorerías municipales, serán consolidados por la Auditoría Superior del Estado y enviados al Congreso del Estado, de conformidad con la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco.

Artículo 236 bis.-………………………………………………………………..

La Auditoría Superior del Estado, podrá autorizar la destrucción de la documentación del primer año de la administración saliente, al inicio de una nueva, siempre y cuando se haya emitido la aprobación de la última cuenta pública anual de la que concluye su ejercicio constitucional.

……………………………………………………………………………………...

………………………………………………………………………………………

Artículo 240.- Si de la revisión de la cuenta pública de la hacienda municipal, se determinasen responsabilidades.  La Auditoría Superior del Estado, realizará las acciones que correspondan en los términos de la Ley de Fiscalización Superior del Estado.

ARTICULO  SEPTIMO.-  Se reforma el artículo 8°, del Código Fiscal del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 8°.-……………………………………………………………………..

Asimismo, deberá contemplar la obligación únicamente a los servidores públicos que ejerzan o controlen fondos públicos, de otorgar fianza a favor de la entidad a la que laboren, las cuales no podrán ser liberadas en tanto no sea aprobada la cuenta pública o no exista liberación de responsabilidad por parte de la Auditoría Superior.

Si por cualquier circunstancia el Congreso del Estado, no aprobara la Ley de Ingresos respectiva, se tendrá como ley de ingresos aprobada para ese determinado ejercicio fiscal, la ley de ingresos que se hubiere aprobado para el ejercicio fiscal inmediato anterior.

ARTICULO  OCTAVO.-  Se adiciona una fracción XVIII al artículo 146 y un último párrafo al artículo 151 del Código Penal del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 146.-……………………………………………………………………

I  a  XVII.-…………………………………………………………………………

XVIII.- Cualquier servidor público que teniendo la obligación de ejecutar créditos fiscales a favor de la institución en que labore, no los ejecute o no realice trámites relativos para su ejecución.

Artículo 151.-……………………………………………………………………

I  a  III.-…………………………………………………………………………

Cuando se sustraigan, destruyan, alteren, oculten o se impida el acceso a la información financiera de las entidades fiscalizadas requerida por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, para dictaminar las cuentas públicas, la pena se aumentará en una mitad y, en este caso, no se tendrá el beneficio de la libertad provisional bajo caución.

ARTICULO  NOVENO.-  Se reforma el artículo 342 fracción I, del Código de Procedimientos Penales del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 342.-……………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………….

I.- En el Código Penal:  Homicidio culposo grave, artículo 48 penúltimo párrafo, evasión de presos, artículo 113, excepto cuando el activo sea un particular o no haya violencia en las cosas y en las personas; lenocinio, artículo 139; corrupción de menores, artículo 142-A, en sus dos últimos párrafos; pornografía infantil, 142-D, fracciones I y III; prostitución infantil artículos 142-F fracción I y 142-G; promoción de la prostitución infantil, artículo 142-H; trata de personas, artículo 142-J; cohecho, artículo 147, cuarto párrafo; peculado, artículo 148, párrafo tercero y artículo 149; delitos cometidos en la custodia o guarda de documentos, artículo 151 último párrafo; enriquecimiento ilícito, artículo 153, fracción II; usurpación artículo 170, último párrafo; falsificación de medios electrónicos o magnéticos 170-bis, en todas sus fracciones; violación, artículo 175; violación equiparada, artículo 176; robo de infante, artículo 179, párrafo cuarto; tráfico de menores, artículo 179-bis, párrafos primero y quinto; extorsión, artículo 189 párrafos segundo y cuarto; extorsión agravada, artículo 189-bis; asalto, artículo 192; privación ilegal de la libertad y de otros derechos, artículo 193 último párrafo; secuestro y delitos relacionados previstos en el artículo 194; homicidio, artículos 213, 217 y 219; parricidio, artículo 223; instigación y ayuda al suicidio si la víctima fallece, artículo 224; infanticidio, artículo 226; aborto, artículo 228, penúltimo y último párrafo; robo equiparado, artículo 234, fracciones III, IV, V, VI y VII; robo cometido en los siguientes casos, artículo 235, fracción III; robo agravado, artículo 236 bis, apartado a), fracciones II y III, apartado b), en su totalidad y apartados c) y d), en su totalidad; y abigeato y robo de animales, artículos 240 y 242, cuando el producto del delito exceda del importe de 350 salarios mínimos o se trate de reincidentes de cualquier delito contra el patrimonio y abigeato calificado, artículo 242-B; fraude previsto en el artículo 252 fracción XIX; administración fraudulenta, artículo 254 ter, fracción II; despojo de inmuebles, fracción IV del artículo 262; pillaje, artículo 262 ter, fracción III y delitos electorales, artículo 270 fracción III, 276 y 278; los ilícitos penales mencionados en este párrafo, en grado de tentativa punible previsto en el artículo 52 y el continuado grave establecido en el artículo 55 bis;

II  y  III.-…………………………………………………………………………

ARTICULO  DECIMO.-  Se reforman los artículos 2°, 5°, 6°, 7°, 9°, 46-bis, 51, 54, 58-bis, 93, 95, 97, 98, 99, 100, 101  y 104; y se deroga el artículo 96 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 2°.-…………………………………………………………………….

I  a  V.-…………………………………………………………………………..

VI.- Clave Presupuestal: Es la codificación completa que sistematiza la información del Presupuesto de Egresos de acuerdo con la clasificación administrativa, funcional,  programática y económica.  Esto es, identifica unidad presupuestal, organismo, programa de gobierno y partida.  Así mismo, integra las asignaciones presupuestarias que resultan de las etapas de programación y presupuesto;

VII.- Partida Presupuestal: Es la codificación terminal que, mediante los cuatro últimos dígitos de la clave presupuestal, identifica de manera concreta el concepto del que se trata y se define en el Clasificador por Objeto del Gasto; y

VIII.- Sistema de Evaluación del Desempeño: El conjunto de elementos metodológicos que permiten realizar una valoración objetiva del desempeño de los programas, bajo los principios de verificación del grado de cumplimiento de metas y objetivos, con base en indicadores estratégicos y de gestión que permitan conocer el impacto social de los programas y de los proyectos.

Artículo 5°.-……………………………………………………………………..

I.- El Poder Legislativo y la Auditoría Superior del Estado de Jalisco;

II.-…………………………………………………………………………………

III.- El Poder Ejecutivo,  por conducto de sus Dependencias y entidades; y

IV.- Los organismos constitucionales autónomos.

Artículo 6°.-…………………………………………………………………

I.- La elaboración de la cuenta pública para su presentación a la Auditoría Superior del Estado de Jalisco y la sustentación de la información que requieran los órganos de Control Gubernamental sobre el destino y manejo del Gasto Público; y

II.-……………………………………………………………………………

Artículo 7°.- La planeación, programación, presupuestación, control y evaluación del gasto público estatal se basarán en:

I.- Las directrices que fije el Plan Estatal de Desarrollo, en los programas de gobierno que de éste se deriven; y

II.- La evaluación de los avances logrados, en el cumplimiento de los objetivos y metas del Plan Estatal de Desarrollo y los programas sectoriales, con base en el Sistema de Evaluación del Desempeño, las metas y avances físicos y financieros del ejercicio fiscal anterior y los pretendidos para el ejercicio siguiente:

…………………………………………………………………………………….

Artículo 9°.-………………………………………………………………………

El ejercicio del gasto público, estará sujeto a los mecanismos de control, vigilancia y evaluación, tanto de los órganos de control del propio Poder Ejecutivo, como de la Auditoría Superior, en los términos que señale la ley.

Artículo 39.-……………………………………………………………………..

I.-………………………………………………………………………………….

II.- Descripción de los programas que integran el proyecto de presupuesto de egresos, señalando objetivos, las metas con base en indicadores de desempeño y prioridades globales, así como las Unidades Presupuestales responsables de su ejecución.

Dichos indicadores de desempeño corresponderán a un índice, medida, cociente o fórmula que permita establecer un parámetro de medición de lo que se pretende lograr en un año expresado en términos de cobertura, eficiencia, impacto económico y social, calidad y equidad.  Estos indicadores serán la base para el funcionamiento del Sistema de Evaluación del Desempeño.

Los entes públicos y los Poderes Legislativo y Judicial incluirán los indicadores de desempeño y metas que faciliten el examen de sus proyectos de presupuesto de egresos;

III  a  XV.-…………………………………………………………………………

Artículo 46-Bis.-  El Presupuesto de Egresos que apruebe el Congreso del Estado, debe cumplir con los principios de racionalidad, austeridad, disciplina presupuestal, motivación, certeza, equidad y proporcionalidad y especificar el sueldo y demás prestaciones de ley que les corresponda al Gobernador, Secretarios, Subsecretarios, titulares de las dependencias del Poder Ejecutivo, diputados, magistrados del Poder Judicial, magistrados del Tribunal de Arbitraje y Escalafón, consejeros del Consejo General del Poder Judicial, consejeros electorales, Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos.  Auditor Superior del Estado y demás servidores públicos, atendiendo lo previsto en la Constitución Política del Estado, la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás normatividad legal aplicable, sin que se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de bonos anuales o con cualquier otra periodicidad, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración que deben recibir legalmente los servidores públicos, cualquiera que sea su denominación.

………………………………………………………………………………………

Artículo 51.-……………………………………………………………………….

I  y  II.-………………………………………………………………………………

III.- Enviar al Congreso del Estado, un informe detallado que justifique el uso de esta facultad debidamente motivado, dentro de los 30 días hábiles siguientes al de las modificaciones presupuestales para su revisión y aprobación en su caso, sin perjuicio de las atribuciones que tiene la Auditoría Superior en materia de cuenta pública.

Artículo 54.- La Secretaría, autorizará previamente, los pagos o erogaciones de fondos que deban hacerse, con cargo al presupuesto de Egresos, con las excepciones que señale el reglamento de esta Ley, así como establecer la forma de justificar y comprobar los pagos a su cargo, con las salvedades que correspondan a las facultades de la Auditoría Superior.

Artículo 58.- La Secretaría cuidará de la exacta aplicación y ejecución del presupuesto aprobado por el Congreso del Estado, debiendo además llevar el registro de los compromisos establecidos, con el objeto de comprobar que la aplicación de los recursos se realice conforme a los programas autorizados y de conformidad con las disposiciones legales vigentes, sin perjuicio de las facultades de inspección, revisión y comprobación que la Contraloría Estatal y la Auditoría Superior tengan al respecto.

Artículo 58-Bis.-…………………………………………………………………..

Los Poderes del Estado, municipios y sus dependencias y entidades que ejerzan recursos provenientes del presupuesto estatal, deberán publicar en estrados y por cualquier medio electrónico que consideren pertinente, dentro de los veinte días siguientes al cierre de la contabilidad mensual, sus estados financieros, por un término de treinta días.  La misma información será remitida a la Auditoría Superior del Estado, dentro de ese mismo plazo, para su consulta pública y demás efectos legales.

…………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………….

Artículo 93.- El Poder Ejecutivo a través de la Secretaría, los Poderes Legislativo y Judicial, así como las Entidades, están obligadas a conservar documentación comprobatoria de su contabilidad de archivos físicos por seis años.  La  Auditoría Superior del Estado, podrá autorizar la destrucción de la documentación del primer año de la administración saliente, al inicio de una nueva, siempre y cuando se haya emitido la aprobación de la última cuenta pública anual de la que concluye su ejercicio constitucional.

………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………

Artículo 95.- La formulación de la cuenta pública se realizará por la Secretaría y en particular por cada una de las entidades, misma que la someterán a la consideración del Gobernador del Estado, lo anterior con la finalidad de que el Titular del Poder Ejecutivo la valide y, a su vez, la remita para su revisión y aprobación a la Auditoría Superior, en los términos que señalan la Constitución Política y la Ley de Deuda Pública, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco.
Deberán remitirse copia de dicha cuenta pública a la Comisión de Vigilancia del Congreso del Estado, para su conocimiento y registro.

Artículo 96.- Se deroga

Artículo 97.- La revisión, glosa y control de la cuenta pública, será realizada por la Auditoría Superior del Estado, la cual se sujetará para tal efecto a la legislación aplicable.

La revisión de la cuenta pública de la Auditoría Superior, se hará a través de un despacho externo que determine el Congreso del Estado, de conformidad con la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco.

La revisión, glosa y control de la cuenta pública comprenderá una revisión legal, económica y contable del ingreso y del gasto público, verificando la exactitud y la justificación de dichos aspectos, de acuerdo con los conceptos autorizados para uno y otro rubro, así como su impacto en el cumplimiento de la programación oficial del Gobierno del Estado.

Artículo 98.- Si del examen que en los términos del artículo anterior realice la Auditoría Superior del Estado, aparecieran discrepancias entre las cantidades autorizadas al gasto con las realizadas, o bien, no existiera exactitud ni justificación, tanto en los gastos que se efectuaron, como en los ingresos que se recibieron o debieron exigir, se determinarán las responsabilidades conducentes, mismas que se fincarán ante la autoridad que conforme a las leyes y en atención a cada caso en particular sea competente para hacerlo.

Artículo 99.- Las funciones que señalan en este Capítulo, se realizarán en los respectivos ámbitos de sus competencias, por la Auditoría Superior, la Secretaría, así como por la Contraloría del Estado, en la forma y términos que determina esta ley y demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 100.- La Secretaría tendrá amplias facultades para hacer las inspecciones y comprobaciones de aplicación presupuestal que juzgue necesarias, salvo las facultades reservadas a la Auditoría Superior y a la Contraloría del Estado por las leyes y reglamentos aplicables.

Artículo 101.- La Secretaría:  las Secretarías General de Gobierno y de Planeación, así como la Contraloría del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, realizarán periódicamente la evaluación de los resultados de recaudación y de ejecución de los programas y presupuestos de las dependencias y entidades, con base en el Sistema de Evaluación del Desempeño, entre otros, para identificar la eficiencia, economía, eficacia y la calidad en la Administración Pública Estatal y el impacto social del ejercicio del gasto público.

Para tal efecto, las dependencias y entidades deberán informar periódicamente a la Secretaría sobre el avance físico y financiero de los programas oficiales en base a los indicadores de desempeño establecidos, además enviarán la información adicional que le sea requerida de conformidad con las disposiciones administrativas que emita al respecto la Secretaría.

Dicho Sistema de Evaluación del Desempeño, a que se refiere el presente artículo, será obligatorio para los ejecutores de gasto.  El Sistema incorporará indicadores para evaluar los resultados presentados en los informes periódicos, enfatizando en la calidad de los bienes y servicios públicos, la satisfacción del ciudadano y el cumplimiento de los criterios establecidos en el artículo 18 de esta Ley.

Los indicadores del Sistema de Evaluación del Desempeño, deberán formar parte del Presupuesto de Egresos e incorporar sus resultados en la Cuenta Pública, explicando en forma detallada las causas de las variaciones y su correspondiente efecto económico.
Los resultados a los que se refiere este artículo deberán ser considerados para efectos de la programación presupuestación y ejercicio de los recursos.

Artículo 104.- Quienes realicen gastos públicos estarán obligados a proporcionar a la Auditoría Superior, a la Secretaría y a la Contraloría del Estado, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, la información que se les solicite para los efectos que correspondan de acuerdo con esta ley y las demás disposiciones aplicables.

ARTICULO  DECIMO  PRIMERO.-  Se reforman los artículos 11, 12, 13, 39, 40 y 41; y se adiciona un artículo 11 bis a la Ley de Deuda Pública del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 11.-……………………………………………………………………….

I  a  VIII.-……………………………………………………………………………

VIII.- Se deroga

Las facultades a que se refieren las fracciones IV y VI de este artículo, serán ejercidas por la Comisión de Hacienda y Presupuestos del Congreso.

Artículo 11 Bis.- La Auditoría Superior, podrá solicitar a las entidades públicas, los informes necesarios para verificar que las operaciones de endeudamiento se realicen conforme a las disposiciones legales aplicables, formulando las observaciones que de ello se deriven, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar.

Artículo 12.-………………………………………………………………….

I.-………………………………………………………………………………

II.-……………………………………………………………………………..


a).-…………………………………………………………………….

b).- Informar a la Auditoría Superior, al rendir la cuenta pública correspondiente, de la situación que guarda la deuda pública estatal; a dicho informe se acompañará la documentación soporte y deberá contener:

1  a  3.-…………………………………………………………….


c).-  a  e).-…………………………………………………………

f).- Comunicar a la Auditoría Superior del Estado, en un plazo no mayor de treinta días hábiles, todos los datos  relacionados con las operaciones financieras derivados de obligaciones contingentes; y

g).-………………………………………………………………..

III.-…………………………………………………………………………………
Artículo 13.-………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………..

I.-……………………………………………………………………………………


a).-………………………………………………………………………….

b).- Aprobar la suscripción de actos, contratos y convenios que tengan por objeto, la obtención de empréstitos y demás operaciones de deuda pública. Remitiéndolos para efectos de registro, fiscalización y revisión a la Auditoría Superior, incluyendo las obligaciones derivadas de la deuda pública contingente;

c).- Aprobar la reestructuración de sus empréstitos y la de sus entidades, notificando a la Auditoría Superior, con la justificación que avale su decisión, en un plazo de treinta días;

d)  a  f).-……………………………………………………

II.-…………………………………………………………………………………

a).- Elaborar y aprobar sus programas financieros anuales dentro de sus presupuestos de egresos, que incluirán todas las operaciones de deuda pública a que se refiere esta ley, remitiéndolos al Congreso del Estado para efectos de registro y a la Auditoría Superior;

b).- Informar a la Auditoría Superior del Estado, al remitir la cuenta pública correspondiente, de la situación que guarda la deuda pública municipal; a dichos informes se acompañará la documentación soporte y deberá contener:


1  a  3.-…………………………………………………………………….


……………………………………………………………………………..


c).-………………………………………………………………………….

d)  a  f).-…………………………………………………………………..

Artículo 39.-……………………………………………………………………….

I  y  II.-………………………………………………………………………………

III.- Proporcionar los informes necesarios a la Auditoría Superior del Estado, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que se celebró el contrato, para los efectos de revisión y fiscalización.

Artículo 40.- La Auditoría Superior del Estado, llevará un registro de todas las operaciones de deuda estatal o municipal y de sus entidades; debiéndose asentar en el mismo los datos que para el Registro Estatal, establece esta Ley.  Así mismo analizará los endeudamientos que vayan contrayendo y les requerirá por la presentación de un análisis respecto de su deuda.  Cuando de los datos registrados se estime que pueda estar en peligro su capacidad de pago y en tanto que dicha información no sea desahogada y adecuadamente soportada financieramente, ésta podrá rehusar la inscripción de nuevas suscripciones de operaciones de endeudamiento, resolución que deberá ser comunicada oportunamente a la entidad de que se trate.

Artículo 41.- El Ejecutivo del Estado, los Ayuntamientos, el Congreso del Estado y la Auditoría Superior, podrán establecer convenios de colaboración administrativa para la integración de sus respectivos registros.
ARTICULO  DECIMO  SEGUNDO.-  Se adicionan los artículos 115 y 116 a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 115.-  En contra de las resoluciones de cuenta pública que emita la Auditoría Superior del Estado de Jalisco, procede el juicio de nulidad de conformidad con la presente sección y demás disposiciones que establece esta ley.

Artículo 116.- El procedimiento a que se refiere el artículo anterior, se realizará conforme a las siguientes bases:

I.- El proceso será público, oral, concentrado e inmediato, limitado a una audiencia de exposición pública de la litis, ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos ante un magistrado instructor; y otra ante el Pleno para el dictado y notificación de sentencia;

II.- Las objeciones de las partes se resolverán de plano y en el acto, de forma inmediata, por quien presida la audiencia; y

III.- Será resuelto de forma definitiva en un término no mayor a treinta días hábiles contados a partir de la presentación de la demanda.

TRANSITORIOS

PRIMERO.-  El presente Decreto entrará en vigor el 1° de enero del 2008, salvo lo establecido en el artículo tercero transitorio.

SEGUNDO.-  Se abroga la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco, publicada en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco, el 30 de diciembre del 2003 y sus respectivas reformas; asimismo, se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

TERCERO.- Los sujetos de fiscalización a los que se refiere la ley reglamentaria podrán acogerse a los procedimientos y disposiciones que establece la misma en la revisión de las cuentas públicas correspondientes a los ejercicios fiscales que no se hubieren dictaminado por la Auditoría Superior del Estado, mediante solicitud dirigida al Auditor Superior del Estado de Jalisco.

La Auditoría Superior del Estado en las revisiones a que se refiere el párrafo anterior, tendrá todas las atribuciones previstas en la ley reglamentaria y en la presente reforma constitucional que le da fundamento, debiendo observar los principios rectores de la fiscalización superior de legalidad, certeza, independencia, objetividad, imparcialidad, transparencia y profesionalismo; de la misma forma, los servidores públicos de la Auditoría Superior, deberán cumplir con las obligaciones que les impone la ley reglamentaria.

La determinación de responsabilidad que, en su caso, se llegare a establecer, podrá ser impugnada ante el Pleno del Tribunal de lo Administrativo.

Los sujetos de fiscalización que soliciten la revisión prevista en el presente artículo, tendrán un término de quince días a partir de la entrega de su solicitud para proporcionar el domicilio al que se refiere el artículo 5° de la ley reglamentaria.

CUARTO.- El actual Auditor Superior durará en su cargo hasta el 31 de julio del año 2012, al término del cual no podrá volver a ocupar el cargo.
QUINTO.- Hasta en tanto no se establezca la infraestructura  y el procedimiento necesario para la utilización de la firma electrónica por las entidades fiscalizadas y la Auditoría Superior, las entidades fiscalizadas que opten en enviar su documentación justificativa y comprobatoria de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera en medios magnéticos o electrónicos las enviarán conforme la procedimiento estipulado por los acuerdos del Auditor Superior relativos a la presentación de las cuentas públicas por estos medios.

SEXTO.- Los bienes que actualmente están afectos o destinados a la Auditoría Superior, pasarán a formar parte del organismo público de fiscalización.

SEPTIMO.- Todos los recursos materiales, financieros y humanos de la actual Auditoría Superior, pasarán a formar parte del organismo público denominado Auditoría Superior del Estado de Jalisco.

OCTAVO.- Para los efectos del artículo anterior deberán respetarse los derechos laborales de los servidores públicos de base.

NOVENO.- Los servidores públicos que tengan nombramiento con una vigencia al término de la presente administración de la Auditoría, de acuerdo al último párrafo del artículo 16 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, ingresarán al servicio civil de carrera, siempre y cuando aprueben las evaluaciones correspondientes.

Si acreditan satisfactoriamente las evaluaciones, se les expedirá un nombramiento por dos años, al término del cual deberán presentar las evaluaciones que establezca la ley reglamentaria, para seguir formando parte del servicio civil de carrera.

En caso de no aprobar las evaluaciones correspondientes, por ministerio de ley terminarán los efectos del nombramiento, teniendo derecho el servidor público a una indemnización de tres meses de sueldo, de conformidad con la Ley de Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.

Todas las plazas vacantes a la entrada en vigor del presente, decreto serán concursadas mediante oposición pública.

DECIMO.- El Congreso, en conjunto con la Auditoría Superior del Estado de Jalisco y el Poder Ejecutivo, llevarán a cabo las adecuaciones presupuestales necesarias para el debido cumplimiento del presente Decreto.

DECIMO  PRIMERO.- El Poder Legislativo, deberá realizar las adecuaciones necesarias a su Ley Orgánica, de conformidad con lo establecido en el presente Decreto, dentro de los treinta días siguientes a al entrada en vigor del presente decreto.

DECIMO  SEGUNDO.- Las dependencias a que se refiere el artículo 101 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, llevarán a cabo las acciones necesarias para la implementación del Sistema de Evaluación del Desempeño.

ATENTAMENTE

GUADALAJARA, JALISCO, A 11 DE SEPTIEMBRE DEL 2007

EMILIO GONZALEZ MARQUEZ
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO DE JALISCO

LIC. FERNANDO A. GUZMAN PEREZ PELAEZ

SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO

Con fundamento en el artículo 28 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, los Ciudadanos Diputados del Honorable Congreso del Estado, suscribimos la presente iniciativa conjuntamente con el Ciudadano Gobernador Constitucional del Estado, Emilio González Márquez

DIP. JORGE SALINAS OSORNIO
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